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La tesis desarrolla uno de los temas  más sensibles de la vida política 
nacional: la corrupción de los funcionaros públicos. Sin duda la corrupción 
alcanza todos los niveles, El Estado peruano se encuentra afectado de este 
flagelo: ex presidentes de la República, ex presidentes de los gobiernos 
regionales, alcaldes, ex ministros de Estado, ex magistrados del Poder Judicial y 
Ministerio Público, militares y policías del más alto rango, etc., han terminado 
procesados y condenados por graves actos de corrupción.  
 
La degradación de la política y el ejercicio del poder político nacional, 
regional o local, viene fomentando la aparición de infinidad de organizaciones 
ilícitas para delinquir bajo la mascareta de organizaciones o movimientos 
políticos. Esta es una de las razones fundamentales por las cuales  los gobiernos 
son cada vez menos capaces de tomar decisiones necesarias para afrontar con 
eficacia los problemas de corrupción generalizado en todo el país. La política 
entendida como ciencia, se ha deteriorando y ha perdido todo valor humano y 
ético. El  dinero se ha convertido en el poder político. La ambición por el poder 
político fluye en quienes tienen más dinero, sea dinero adquirido en forma lícita o 
ilícita. 
 
Se ha olvidado que una las funciones primordiales de la política es 
identificar, articular y transformar en acciones de gobierno los intereses de los 
ciudadanos. En teoría los partidos políticos (o los grupos y movimientos 
VII 
 
organizados dentro un sistema de partidos) representa a la gente corriente y 
trasmite sus opiniones y deseos a quienes dentro el gobierno tiene el deber y el 
poder de satisfacer los deseos del pueblo. En otras palabras, los partidos políticos 
sirven (o deberían servir) de intermediarios entre los ciudadanos y su gobierno. 
Su función es conectar los deseos y necesidades de los electores con las 
actividades y decisiones del gobierno. 
 
Frente a ello, el país necesita dotarse de una cultura anticorrupción de la 
que forme parte la censura social de los políticos que incurren en estos actos 
dolosos y no se tenga el espectáculo de políticos seriamente cuestionados y otros 
que purgan prisión y que, no obstante, reciben el voto ciudadano. Este horizonte, 
que debe acompañar los arreglos institucionales, en realidad obedece a otro 
imperativo que no se origina en los aspectos legales sino más bien los origina y 
legitima, es decir, la formación de un amplio y vigoroso movimiento social que 




















The thesis develops one of the most sensitive issues of national politics: 
corruption of public officials. Certainly corruption reaches all levels, the Peruvian 
State is affected by this scourge: former presidents, former presidents of the 
regional governments, mayors, former ministers, former judges of the Judiciary 
and Public Ministry, military and officers of the highest rank, etc., have finished 
tried and convicted for serious acts of corruption. 
 
The degradation of politics and the exercise of national, regional or local 
political power, is encouraging the emergence of countless illegal organizations to 
commit a crime under the guise of organizations or political movements. This is 
one of the fundamental reasons why governments are increasingly unable to 
make decisions necessary to effectively address the problems of widespread 
corruption in the country. Understood as political science, he has been 
deteriorating and has lost all human and ethical value. Money has become the 
political power. The ambition for political power flows in those with more money, 
whether money acquired legally or illegally. 
 
It has been forgotten that the primary functions of policy is to identify, 
articulate and converted into shares of government the interests of citizens. In 
political theory (or organized groups and movements within the party system) 
parties represent ordinary people and convey their views and wishes to those 
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within the government has the duty and the power to satisfy the people's wishes. 
In other words, political parties serve (or should serve) as intermediaries between 
citizens and their government. Its function is to connect the wishes and needs of 
voters with the activities and decisions of the government. 
 
Against this, the country needs to develop anti-corruption culture that is part 
of the social censure of politicians who engage in these malevolent acts and not 
seriously questioned the spectacle of politicians and others have purged prison 
and nevertheless receive the votes of citizens. This horizon, which must 
accompany the institutional arrangements, actually due to another imperative that 
does not originate in the legal aspects but rather originates and legitimate, that is, 
the formation of a broad and vigorous social movement to withdraw from political 






A tese desenvolve uma das questões mais sensíveis da política nacional: a 
corrupção de funcionários públicos. Certamente a corrupção atinge todos os 
níveis, o Estado peruano é afetadas por este flagelo: ex-presidentes, ex-
presidentes dos governos regionais, prefeitos, antigos ministros, antigos juízes do 
Poder Judiciário e Ministério Público, militares e oficiais do mais alto nível, etc., ter 
terminado julgado e condenado por graves atos de corrupção. 
 
A degradação da política e do exercício do poder político nacional, regional ou 
local, está incentivando o surgimento de inúmeras organizações ilegais para 
cometer um crime sob o pretexto de organizações ou movimentos políticos. Esta 
é uma das razões fundamentais pelas quais os governos são cada vez mais 
incapazes de tomar decisões necessárias para enfrentar eficazmente os 
problemas de corrupção generalizada no país. Entendida como a ciência política, 
ele vem se deteriorando e perdeu todo o valor humano e ético. O dinheiro tornou-
se o poder político. A ambição pelo poder político flui em pessoas com mais 
dinheiro, se o dinheiro adquirido legalmente ou ilegalmente. 
 
 
Foi esquecido que as funções primordiais da política é identificar, articular e 
convertidas em ações de governo os interesses dos cidadãos. Na teoria política 
(ou grupos e movimentos dentro do sistema de partidos organizados) as partes 
representam pessoas comuns e transmitir as suas opiniões e desejos para 
aqueles dentro do governo tem o dever eo poder para satisfazer os desejos do 
povo. Em outras palavras, os partidos políticos servir (ou deveria servir) como 
intermediários entre os cidadãos e seu governo. Sua função é conectar os 





Contra isso, o país precisa desenvolver a cultura anti-corrupção, que faz parte da 
censura social dos políticos que praticam esses atos maléficos e não 
questionaram seriamente o espetáculo de políticos e outros já expurgados prisão 
e, no entanto, receber os votos dos cidadãos. Esse horizonte, que deve 
acompanhar os arranjos institucionais, na verdade, devido a outro imperativo que 
não se origina nos aspectos legais, mas sim se origina e legítima, isto é, a 
formação de um movimento social amplo e vigoroso para retirar da vida política 
































El presente trabajo de investigación tiene como título: Análisis de casos 
del empoderamiento de la criminalidad en movimientos políticos y gestión 
pública que inciden en el incremento de la corrupción en el Perú. En ella se 
hace un análisis del contexto en que se encuba y desarrolla la corrupción 
cometido por funcionarios públicos cuyos cargos provienen de la elección popular, 
particularmente gobernadores regionales. Es decir, trata sobre uno de los 
aspectos más sensibles de la sociedad y política actual nacional. 
Es evidente que uno de los fenómenos más perturbadores de entre los 
observados durante los últimos años, ha sido la expansión y el arraigo de la 
corrupción en el Estado ante la sospechosa pasividad o inoperancia de las 
instituciones y autoridades encargadas de combatir. La nómina de autoridades 
electas y nombradas investigadas por diversas formas de aprovechamiento ilícito 
del patrimonio público es inquietante. Pero también lo es la actitud complaciente, 
cuando no cómplice, de diversas instituciones (Ministerio Público y Poder 
Judicial), los medios de comunicación y la propia sociedad civil, que deberían 
cumplir un rol crítico y fiscalizador, así como el apoyo de un sector del electorado 
a candidatos y autoridades sospechosas de tales manejos sucios.  
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Eso quiere decir que no son solamente las organizaciones políticas y las 
instituciones oficiales las que se encuentran corroídas por el deterioro de valores 
morales fundamentales, sino que nuestra propia cultura, las actitudes ciudadanas 
hacia el robo y el abuso de poder, también son partícipes de esa demolición de la 
ética pública. Lo indicado fue patente en el último proceso de elecciones 
regionales y locales donde un elevado número de candidatos regionales con 
historias y expedientes turbios recibieron el respaldo del electorado. En la 
campaña electoral por la alcaldía de Lima, como es sabido, la frase que aconseja 
“robar, pero hacer obra” fue recibida como una suerte de máxima de pragmatismo 
político y no como lo que es: una celebración pública del cinismo.  
Se puede decir, ciertamente, que la votación por candidatos corruptos no 
refleja necesariamente una orientación “inmoral” de la ciudadanía sino, que todo 
caso, la carencia de una menor oferta entre la cual escoger. Eso es parcialmente 
cierto: el electorado elige desde ya décadas entre las opciones deleznables que le 
presenta un sistema de partidos precario, improvisado y ajeno a toda votación de 
servicio público, pero al lado de esa penosa restricción de nuestro sistema político 
hay que sopesar, también, el discurso público dominante y la carencia de crítica al 
respecto. El hecho de que  algunos medios de comunicación influyentes aplaudan 
la corrupción de los políticos como un signo de ingenio, o que estén siempre 
dispuestos a pasar por alto la inmoralidad si se trata de favorecer a alguna opción 
política preferida, ha de ser visto como una grave amenaza para el futuro de 
nuestra democracia.  
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Ahora bien, más allá de la esfera electoral se presenta un panorama 
parecido. Los cuestionamientos al Fiscal de la Nación en las últimas semanas por 
sus presuntos nexos con la corrupción con gobernadores regionales constituyen 
solo un ejemplo más de la degradación creciente de las instituciones públicas. 
Esa corrosión se afirma o se profundiza, por último, ante la negligencia, por así 
llamarla, de quienes tendrían la obligación de investigar y sancionar. El Poder 
Ejecutivo crea órganos contra la corrupción que devienen prontamente 
inoperantes; el Congreso ha convertido los casos de corrupción en simples 
oportunidades para el intercambio de favores o para la ejecución de represalias 
entre los diversos grupos parlamentarios; el Poder Judicial, sospechosamente, se 
muestra poco decidido a juzgar abusos contra el patrimonio público. Asistimos, 
pues, el cotidiano despliegue de una pedagogía anticívica que, de algún modo, 
por acción o por omisión, “enseña” que la deshonestidad siempre puede quedar 
impune. Esta tendencia es un lastre para nuestra democracia, una deformación 
que la deslegitima diariamente de la cual hemos de tomar plena conciencia para, 
de modo congruente, combatirla en lo que nos sea posible.  
De otro lado, con la defección y casi extinción de los partidos políticos de 
dimensión nacional lo que en realidad se ha evaporado es el poder político de los 
ciudadanos. El mercantilismo ha invadido la política y ha transformado a los 
partidos (con ideologías, programas y estructuras organizativas) en meras 
franquicias electorales donde se compran y se venden ubicaciones a posibles 
candidatos de significativos recursos económicos y que los organismos 
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electorales aceptan y la institucionalizan. Cada firma vale un dólar y se necesitan 
un millón y medio de firmas para validar un poco más de cuatrocientos mil y 
obtener la inscripción como partido “nacional”. Este es aquel que tiene la 
franquicia electoral (comprada en el mercado) que le autoriza a postular en las 
elecciones generales, regionales y locales. La franquicia le permite también 
convertirse en vientre de alquiler y nido de organizaciones criminales.  
Estos partidos–franquicia no tienen vida, ni racionalidad política ni pasión. 
Ellos tienen sólo la racionalidad fría del negocio privado. A través de millonarias 
campañas electorales venden al candidato, cautivan y engañan con falsas 
promesas al elector y compran su voto. Es cierto que algunos candidatos, 
seducen al elector y compran su voto. Es cierto que hay algunos candidatos que 
son una excepcionalidad que no se venden por nada. Son incorruptibles a pesar 
suyo. Empero, se ha llegado a la desfachatez de proponer la compra al contado 
de los ciudadanos que no votan por las opciones neoliberales. La política se guía 
por el diálogo y la persuasión e incluso por la coerción, pero no por la lógica de 
compra –venta del mercado. La imposición de la lógica del mercado en la política 
genera lo que se llama el intercambio mercantil económico por la ubicación 
política en alguna parte importante del aparato del Estado.  
La política es una ciencia y ella se halla en la fase superior de lo antipolítico. 
El sistema de organización del poder y de la gestión del Estado vigente desde 
hace 25 años, ahora nos estremece al ponernos sobre la mesa a centenares de 
políticos y candidatos con sentencias penales por delitos sobre los cuales la 
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sociedad no tiene un especial cuidado en su selección y elección. Aunque la 
verdad sin tapujos es que ni el Estado ni la prensa deberían horrorizarse 
demasiado, sobre todo si el primero fue impulsor y cómplice de la antipolítica y, la 
segunda, su entusiasta anunciadora, promotora y defensora. Tampoco el 
mercado debería sorprenderse tanto porque en las últimas décadas ha pedido y 
bregado por un sistema político bueno, y lo ha conseguido.  
La presencia de candidatos narcotraficantes, violadores, usurpadores, 
secuestradores y terroristas en las listas electorales no es reciente aunque revista 
ahora la forma de una invasión. Están siendo gestados por un sistema que 
aplaude y premia el rechazo a los partidos, a las ideologías y al compromiso 
doctrinario. Lo que empezó como la adulación a los independientes por su 
naturaleza pragmática, sin lealtades y sin historia adquiere ahora la forma de una 
resignación pública ante un modelo que se sabe puede existir solo sobre la base 
de partidos pequeños, débiles y a merced de los caudillos, con una vida precaria 
y sin democracia interna, una travesía en permanente emergencia acosada por 
movimientos regionales y locales que reproducen y masifican la corrupción, el 
populismo y el clientelismo.  
No es extraño que en ese contexto las elecciones sean una oportunidad 
para que los corruptos salgan del clóset y se trepen con dinero en la mano a la 
lista electoral que encuentren. Esta fase superior de lo antipolítico está en su 
momento inicial. Los más de 2 mil candidatos en todo el país, pero al ritmo en que 
opera puedan alcanzar fácilmente el 6% u 8% en los siguientes comicios, un 
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porcentaje capaz de arrebatarle a la sociedad el impulso de cambio. Lo que no 
aparece suficientemente claro en la indignación de medios y líderes es la 
asociación del delito-política con otros fenómenos que estallan al mismo tiempo, 
como la corrupción regional y municipal. El plagio de planes de gobierno; la 
compra de periodistas, jueces y fiscales; y la corrupción de buena parte de 
jurados electorales especiales.  
Finalmente, la presente tesis en su exposición tanto de forma como de 
fondo, se halla divididos en cuatro capítulos. El primer capítulo expone la Marte 
metodológica del contenido de la tesis. El segundo capítulo, contiene un análisis 
del contexto nacional en que se da el incremento de la corrupción pública y 
política en el Perú. En el tercer capítulo, describimos los delitos más comunes que 
se cometen por los funcionarios públicos provenientes de elección popular. El 
cuarto y último capítulo abarca en análisis de los casos de mayor trascendencia 











DISEÑO Y ESTRUCTURA METODOLÓGICA DE LA TESIS 
 
 
1. EXPOSICIÓN DE LA SITUACIÓN PROBLEMÁTICA 
Las cifras oficiales muestran que el incremento de la corrupción y la 
criminalidad en el ejercicio de la función pública proveniente de la actividad política 
en el Perú son cada vez más alarmantes. A raíz del último proceso electoral de 
2014 se puso en tapete que, más de 120 candidatos, se hallaban bajo sospecha 
de lavado de activos, muchos candidatos fueron asesinados y decenas de 
atentados. Asimismo, no se puede negar que el crimen organizado ha ingresado 
de manera sistemática, violenta y desembozada a la política y el ejercicio de la 
función pública. En cuanto a la corrupción, es claro que las regiones beneficiadas 
con el canon y los municipios con mayor presupuesto hacen atractivo el ingreso a 
la actividad política y la disputa por capturar y operar en la gestión pública para 
apoderarse ilícitamente de gran parte de las partidas presupuestarias es cada vez 
más codiciada. 
La debilidad de las instituciones del Estado, conjugada con la precariedad de 
nuestra clase política ha permitido que el crimen organizado ingrese de manera 
 2 
directa a las distintas instancias y niveles del gobierno: gobierno central,  gobiernos 
regionales y locales. Esto se viene haciendo extensivo del mismo modo y con 
mayor o menor intensidad en los otros poderes del Estado. Esto se hizo más 
evidente en las recientes elecciones pasadas, en los cuales actores 
comprometidos con el narcotráfico, el contrabando, la tala ilegal y la minería 
informal tuvieron sus candidatos, no solo para defender sus intereses, también 
para extender y consolidar su poder fáctico en los diferentes organismos del 
Estado. En estos casos, la debilidad institucional estatal y la forma de hacer 
política les facilita el ingreso. 
En el país existe una percepción pesimista sobre la capacidad del Estado 
para frenar y destruir el ciclo de la corrupción y el incremento de la criminalidad en 
la actividad política y gestión pública. La población no percibe instituciones con 
capacidad y voluntad para luchar contra la corrupción y la criminalidad frustrando 
las expectativas hacia el sistema político y la democracia. El alto nivel de 
desaprobación del Congreso, el Poder Judicial, la Fiscalía, el Ministerio de Justicia, 
la Contraloría, la Policía Nacional, los Ministros de Estado, incluyendo el presidente 
de la República es un duro golpe a la legitimidad de estas instituciones. Las 
instituciones  llamadas a enfrentar esta situación tienen una débil credibilidad e 
incluso son seriamente cuestionadas.  
También esta actitud, está vincula con el bajo interés que la población tiene 
respecto a la actividad política y los partidos políticos. Solo un 8 % dice tener 
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mucho interés por ella y el 35% algo de interés1. Esta desconfianza hace que la 
población no tenga interés por incorporarse en los movimientos y partidos políticos 
al considerarlos organizaciones de fachada de personas inescrupulosas agrupadas 
para delinquir. Diversos estudios y opinión de politólogos demuestran que la 
actividad política en el Perú está asociada a la criminalidad.  La actividad política 
se ha convertido en un medio y no en un fin, es decir, capturar a como de lugar y 
por cualquier medio un organismo del Estado. En las elecciones para elegir 
autoridades regionales y municipales en  2014 se constató el accionar de la 
criminalidad en hechos, tales como asesinatos2, amenazas y atentados contra 
varios candidatos y locales de campaña que mancharon el proceso electoral 
incrementando el clima de inseguridad.  
La Defensoría del Pueblo detectó 327 distritos y provincias en los que existió 
al menos un indicador  sobre hechos de violencia. La mayor parte de ellos se 
produjo en Ancash, Apurimac, Ayacucho, Cajamarca, Cusco, Junín, Lima, Loreto, 
Piura y Puno. Si bien en anteriores elecciones hubo enfrentamientos entre 
militantes, destrucción de propaganda electoral y uso de lenguaje agresivo, en el 
reciente proceso electoral se pudo evidenciar el ingreso de modalidades propias 
del crimen organizado. Así, se han asesinado a tres candidatos, se han 
                                                 
1 Informe del Barómetro de las Américas de 2010 y la Encuesta Mundial de Valores.  
2 El primer candidato asesinado en la campaña electoral de 2014 fue el aspirante a la reelección de 
Amarilis(Huanuco) Marzony Vásquez Ramón acribillado el 15 de agosto de 2014. Luego el 26 de 
setiembre, fue victimado el postulante a la alcaldía de San martín de Pangoa (Junín) Lider Villasante. Al 
día siguiente acabaron con la vida de Alejandro Zárate Manyari, candidato a regidor en la provincia de 
Zarumilla(Tumbes). En el mismo mes, un grupo de desconocidos incendió la caminioneta de de José 
Colunche alcalde y candidato al distrito de Anguia (Chota-Cajamarca), además detonaron un explosivo en 
la vivienda del postulante al municipio del distrito de Sinsicap (Otuzco). 
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registrado15 atentados contra la vida y 23 amenazas contra postulantes y 
autoridades electorales, así como actos de vandalismo. En total fueron 41 hechos 
graves en diferentes zonas del país. También, según la Defensoría del Pueblo se 
advirtió la presencia del sicariato en el proceso electoral que incrementó la 
violencia. 
De otro lado, el mismo año se ha hecho más notoria la corrupción en forma 
descentralizada. Varios ex presidentes regionales han sido detenidos y cumplen 
prisión preventiva por corrupción. Hoy se tiene a dos ex presidentes de la 
República muy cuestionados: Alan García por los narcoindultos, Alejandro Toledo 
por el caso de Ecoteva y el actual gobierno por el caso Martín Belaunde Losio, 
quien habría manejado fondos de campaña del actual presidente en las elecciones 
de 2006 y 2011. También se capturó a Rodolfo Orellana, quien, como se sabe, es 
acusado de liderar una gran red de corrupción cuyos tentáculos tuvieron alcance 
en distintas instituciones del Estado. 
En el ámbito regional, tres casos (Ancash, Cajamarca y Pasco) sus 
presidentes regionales purgan prisión preventiva, otros (Tumbes y Ayacucho) se 
encuentran prófugos, otros dos (de Madre de Dios y Cusco) fueron vacados por el 
Jurado Nacional de Elecciones luego de ser condenados por delitos dolosos, y 
otros dos están investigados y procesados por graves irregularidades.  Es 
igualmente grave que en tres gobiernos regionales disputaron las pasadas 
elecciones los presidentes cuestionados (Junín, Pasco, Huanuco). 
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Como se hizo público, el Jurado Nacional de Elecciones (JNE) a tres de las 
autoridades regionales elegidas no entregó sus credenciales. Se trata, en principio, 
de Waldo Ríos Salcedo (recientemente incorporado y reconocido como presidente 
de la Región Ancash), quien no pudo asumir el cargo por estar inhabilitado al no 
haber podido pagar al Estado el millón de soles de reparación civil por la sentencia 
por corrupción dictada en su contra por recibir dinero de Vladimiro Montesinos. 
Tampoco pudo recibir  su credencial el reelecto Gregorio Santos, de Cajamarca, 
pues cumple en Lima detención preventiva por corrupción. También no pudo recibir 
su credencial el presidente reelecto de Ayacucho, Wilfredo Oscorima, por estar a la 
fecha como “no habido” por la justicia. 
Como se sabe, en los años 80 y parte de los 90 los principales enemigos de 
la democracia eran los elementos terroristas, pero ahora existe una fuerte 
presencia de organizaciones ilegales que, según diversas investigaciones, 
financian campañas y colocan candidatos. El objetivo que persiguen es capturar 
las instituciones del Estado para desde allí favorecer toda su actividad ilegal. 
Prácticamente, la institución del Estado se ha convertido en un brazo de la 
organización criminal, lo que constituye una seria amenaza para la democracia y la 
vigencia del Estado de Derecho Constitucional.  
En este contexto surge una interrogante central por enfrentar y resolver: 
¿Cómo detener la ola de corrupción y el empoderamiento de la criminalidad en el 
ejercicio de la actividad política y la gestión pública en el Perú? Esta interrogante 
requiere una respuesta coherente de parte del Estado, que sea eficaz, oportuna, 
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preventiva y sancionadora ejemplarizadora para defender la democracia, la 
legalidad y el Estado Constitucional de Derecho en el país. 
En ese entender, el fin de la presente investigación es analizar de cómo el 
empoderamiento de la actividad y gestión pública por la criminalidad inciden en el 
incremento de la corrupción en el país; y de otro lado, promover una cultura 
anticorrupción de la que forme parte la censura social de los políticos que incurren 
en actos dolosos y no se tenga el espectáculo de políticos seriamente 
cuestionados y otros que purgan prisión y que, no obstante, reciben el voto 
ciudadano. En suma, con la investigación pretendemos recuperar la actividad 
política como ciencia y dentro de los cánones de la legalidad, la legitimidad 
democrática y el Estado Constitucional de Derecho. 
 
2. FORMULACIÓN DE LOS INTERROGANTES 
Los interrogantes centrales en la presente investigación jurídica son: 
2.1. INTERROGANTE PRINCIPAL 
¿Cuáles son los casos más importantes del empoderamiento de la  
corrupción y la criminalidad en la actividad política y gestión pública en el Perú? 
2.2. INTERROGANTE SECUNDARIA 
¿Por qué medios se facilita el ingreso y el empoderamiento de la corrupción 
criminalidad en la actividad política y la gestión pública en el país? 
 
 7 
3. IMPORTANCIA DE LA INVESTIGACIÓN 
Toda investigación científica para ser relevante tiene que justificarse. 
Consideramos que la investigación desarrollada es importante por lo siguiente: 
a) Está de manifiesto de cómo la debilidad del Estado y sus instituciones 
básicas, relacionada con la precariedad de nuestra clase política ha permitido que 
la corrupción y el crimen organizado ingrese de manera directa a las distintas 
instancias del gobierno. Esta situación se ha hecho evidente en las elecciones de 
2014, en las cuales el lavado de activos, narcotráfico, el contrabando, la tala ilegal 
y la minería informal promovieron a sus propios candidatos, no solo para defender 
sus intereses sino porque no existió oposición del Estado y la clase política.  
b) La debilidad institucional y el libertinaje de la democracia facilitan el 
ingreso por la puerta grande a individuos de dudosa trayectoria delictiva en la 
órbita de la actividad política. Su ingreso lo hacen para auspiciar candidatos o para 
operar en forma directa en la política como candidatos. Esta situación pone en 
grave riesgo la democracia y la propia estructura del Estado Constitucional de 
Derecho. Este fenómeno que es parte del problema investigado requiere un 
análisis sociológico y político relacionado con la criminalidad. 
c) La lucha contra la criminalidad en sus diversas modalidades exigen el 
fortalecimiento estructural de todo el sistema político, democrático y constitucional 
a partir de la adopción de medidas eficientes tanto de orden jurídico y político. Para 
ello se tiene que hacer propuestas tangibles y urgentes que reflejen nuestra 
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realidad. En ese sentido la tesis en la parte final incorpora algunas sugerencias 
que deben ser aplicados. 
d) Si no se adoptan medidas coherentes de parte del Estado que sean 
eficaces, oportunas, preventivas y sanciones ejemplares, la situación se irá en 
mayor incremento tanto de la corrupción en los diferentes organismos del Estado 
como de la criminalidad. Esta situación actualmente se hace insostenible ante la 
arremetida cada vez más audaz de los diferentes operadores de la corrupción 
desde los niveles de más alta responsabilidad en las instituciones del Estado. 
4. OBJETIVOS DE LA INVESTIGACIÓN 
4.1. OBJETIVO GENERAL 
Analizar y explicar desde el punto de vista jurídico y político las causas y 
casos del empoderamiento de la  corrupción y la criminalidad en la actividad 
política y gestión pública en el Perú. 
4.2. OBJETIVO ESPECÍFICO 
Identificar las razones del por qué se ha empoderado la criminalidad en la 
actividad política y la gestión pública en el país y cuáles serían las posibles 
soluciones al problema planteado. 
5. HIPÓTESIS DE TRABAJO 
5.1. HIPÓTESIS GENERAL 
El incremento de la corrupción en los gobiernos regionales, municipales y 
otras entidades públicas en el país, tiene entre una de sus causas principales al 
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ingreso y empoderamiento de las organizaciones  criminales en la actividad política 
y gestión pública. 
5.2. HIPÓTESIS ESPECÍFICA 
Existen limitaciones para identificar las razones del por qué se ha 
empoderado la criminalidad en la actividad política y la gestión pública en el país y 
cuáles serían las posibles soluciones al problema planteado. 
5.3. VARIABLES CORRELACIONALES 
Las variables con las que se trabajará en la presente investigación son: 
 Corrupción en organismos públicos 
 Empoderamiento de la criminalidad en organismos del Estado 
 Movimientos y partidos políticos 
 Gestión pública 
 Poder Judicial y Ministerio Público 
 
6. MARCO METODOLÓGICO 
6.1. TIPO DE INVESTIGACIÓN 
 Por las características y naturaleza de la investigación, la presente 
corresponde a la tipología analítica, descriptiva y socio-jurídico. 
6.2. DISEÑO DE LA INVESTIGACIÓN 
La investigación está relacionada al Derecho Penal y Ciencia Política y por 
lo mismo la metodología utilizada se ubica en la rama de las ciencias humanas, por 
lo mismo, el diseño es cualitativo. La investigación cualitativa se puede definir 
como una forma de investigar en la que lo fundamental es comprender la realidad 
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humana desde el punto de vista de sus agentes y utiliza el lenguaje, la 
interpretación y la argumentación como fuente esencial de la evidencia empírica3. 
6.3. MÉTODOS ESPECÍFICOS DE NATURALEZA JURÍDICA 
En consideración a que se trata de una investigación en el área del Derecho, 
se utilizó el método dogmático y exegético, socio jurídico, y también, los métodos 
de análisis y síntesis. El método en ese sentido, es el conjunto de acciones 
desarrolladas según el plan preestablecido con el fin de lograr un objetivo. 
6.4. FUENTES EMPÍRICAS 
Las fuentes en la presente investigación son básicamente documentales, 
tanto primarias y secundarias. Las primeras serán los obtenidos de las 
indagaciones en los casos y hechos de manifiesto a nivel nacional; y las 
secundarias están constituidas por toda la doctrina desarrollada sobre la temática 
materia de investigación. 
6.5. ÁMBITO 
El ámbito de la investigación corresponde a los casos más representativos a 
nivel nacional.  
6.6. TIEMPO DE ESTUDIO 
El tiempo específico de investigación sobre los casos materia de análisis 
comprende el período 2010 – 2015. 
 
 
                                                 
3 ICART ISERN, M. Teresa, et.al. Como elaborar y presentar un proyecto de investigación, una tesina y 
una tesis. Barcelona, UBe, 2012, p. 27. 
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7. MARCO CONCEPTUAL 
7.1. FUNCIONARIO PÚBLICO  
El funcionario público, es uno de los actores de mayor importancia dentro de 
la estructura burocrática estatal de nuestro país y tiene responsabilidad, ello si se 
tiene en cuenta la característica especial de su labor, frente a los órganos de 
control del Estado4. Funcionario público es toda aquella persona que en mérito de 
designación especial y legal como consecuencia de un nombramiento o de una 
elección y de una manera continua, bajo normas y condiciones determinadas de 
una delimitada esfera de competencia ejecuta la voluntad del Estado en virtud de 
un fin público5. Por su parte servidor público es el denominado empleado público, 
que es la persona técnica o profesional que presta su actividad para la realización 
de los fines de interés público, cumpliéndolos de hechos o ayudando a su 
realización, a cambio de ciertos derechos exigibles a la administración. 
7.2. LAVADO DE ACTIVOS  
Una de las definiciones más aceptadas del lavado de activos es la que declara 
como “transacción sospechosa aquellas actividades que por la magnitud, falta de 
habitualidad, velocidad o rotación, condiciones de complejidad inusitadas o 
injustificadas, apartarse de los usos y costumbres, parezcan no tener justificación 
económica u objeto ilícito. 
 
 7.3. ORGANIZACIÓN CRIMINAL 
La permanencia, la realización continua, estable y permanente de sus 
programas de actividades ilícitas, es lo que determina que las organizaciones 
                                                 
4 LAURA ORTIZ, L. N.; Los funcionarios o Servidores Públicos en el Código Penal, cit., p. 1. 
5 CERVANTES ANAYA, D. A.; Manual de Derecho Administrativo, cit. p. 145.  
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criminales puedan adquirir y consolidar sus estaciones de poder. La estructura 
permite ordenar las actividades y mantiene la cohesión de los grupos criminales. 
La estructura puede ser rígida o flexible, vertical u horizontal, cerrada o abierta. A  
su interior, sin embargo, se configura una sistema de roles, mandos, funciones y 
jerarquías que permiten al grupo criminal lograr una distribución adecuada de las 
responsabilidades estratégicas y tácticas, adaptándolas a los objetivos del 
proyecto criminal asumido.  
7.4. POLÍTICA 
Es una actividad desarrollada por los gobernantes, y por la sociedad con 
miras a ocupar funciones de dirección, de donde se deriva que la política capta los 
fenómenos en su aspecto dinámico, en lo que atañe a la actividad dirigida tanto a 
la conquista como el ejercicio del poder político. También, es la actividad de los 
que rigen o aspiran a regir los asuntos públicos. Una de las funciones primordiales 
de la política es identificar, articular y transformar en acciones de gobierno los 
intereses de los ciudadanos. En teoría los partidos políticos (o los grupos y 
movimientos organizados dentro de un sistema de partidos) representa a la gente 
corriente y trasmite sus opiniones y deseos a quienes dentro el gobierno tienen el 
deber y el poder de satisfacer los deseos del pueblo. En otras palabras, los 
partidos políticos sirven (o deberían servir) de intermediarios entre los ciudadanos 
y su gobierno. Su función es conectar los deseos y necesidades de los electores 
con las actividades y decisiones del gobierno. 









CONTEXTO DEL INCREMENTO DE LA CORRUPCIÓN 
PÚBLICA Y POLÍTICA EN EL PERÚ 
 
1. EL PROBLEMA DE LA CORRUPCIÓN EN EL PERÚ  
Todos los historiadores coinciden que, el Perú, desde su formación colonial y 
sobre todo en la República, sufre como uno de sus grandes problemas, el flagelo 
de la corrupción. Carlos Contreras sostiene que “todo el proceso de la 
Independencia supuso una gran corrupción, pues la fortuna de la aristocracia 
colonial fue expropiada y no fue entregada al Estado de acuerdo con los 
procedimientos adecuados”6. Este es solo el inicio, puesto que en realidad todo el 
siglo XIX estuvo marcado por la nefasta corrupción, cuyo punto culminante es la 
cancelación de la deuda interna durante el gobierno de José Rufino Echenique, 
origen de la férrea oposición que finalmente lo llevó a ser depuesto por el mariscal 
                                                 
6 CONTRERAS, Carlos. La república: Siglo de corruptela, en PuntoEdu. Año 9, Nº 281, Pontificia 
Universidad Católica del Perú, Lima, junio 2013, p. 3.  
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Ramón Castilla en 18557. La guerra con Chile y, en su curso, la actuación de 
Mariano Ignacio Prado son los más relevantes eventos pero no los únicos que 
marcan la historia de fraudes a la administración pública a lo largo de la república 
decimonónica.  
Durante el siglo XX, la esperanza de tiempos nuevos se ve rápidamente 
disipada. Leguía con el Oncenio (1919 – 1930), y posteriormente las alternancias 
entre primaveras democráticas y gobiernos dictatoriales, dictaron un alto grado de 
vinculación entre Estado y corrupción. La clase dominante fue responsable en gran 
medida. Como afirma Cotler, “la clase propietaria no tuvo capacidad para afrontar 
el desarrollo de una sociedad y una política democrática y liberal, y construir un 
Estado de ‘todos nosotros’; capaz de arbitrar y conciliar los antagonismos sociales, 
instalando la creencia que representaba el reino de la igualdad”8. 
Por su parte Alonso W. Quiroz estima que el costo global de la corrupción 
“creció consistentemente en el periodo 1960 -1989, alcanzando un estimado anual 
medio alrededor de 1.000 millones de dólares en la década de 1980. Sin embargo, 
en términos comparativos, los niveles más altos de corrupción tuvieron lugar en la 
década de 1970, con 42 por ciento del gasto gubernamental y 4.9 por ciento del 
PBI. Compárense estas cifras con el 31 por ciento de gasto y 3.7 por ciento del PBI 
en la década de 1980”9. 
                                                 
7 BASABRE, Jorge. Historia de la República del Perú. Tomo 4, Lima: Diario La República/Universidad 
Ricardo Palma, 1998, p. 819. y ss.  
8 COTLER, Julio. Clases, Estado y Nación en el Perú. Lima: Instituto de Estudios Peruanos, 2006, p. 
338.  
9 QUIROZ, Alfonso W. Historia de la corrupción en el Perú. Lima: Instituto de Estudios Peruanos, 2013, 
p. 346.  
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No es necesario detenernos en la reciente etapa de Vladimiro Montesinos y 
Alberto Fujimori (1992 -2000) pues aún sentimos sus efectos. No se trata 
únicamente de la persecución de prófugos ni la búsqueda de dinero escondido en 
paraísos fiscales, sino más grave aun, de la condescendencia hacia el uso venal 
del poder por parte de la ciudadanía, que prefiere un gobierno eficiente así tenga 
que pagar el alto costo de la corrupción.  
El impacto negativo de la corrupción en la economía no termina allí. Se ha 
calculado que el costo de la corrupción sistemática alcanza 1.800 millones de 
dólares del PBI, cuyo efecto significa sumir en el desempleo a 163.706 personas. A 
contrario sensu, dirigir estos recursos a combatir la pobreza extrema, con énfasis 
en el quintil más pobre de nuestra población, habría tenido como resultado 
disminuir significativamente el porcentaje de peruanos  arrastrados a esa situación 
crítica. De este modo, la pobreza extrema habría pasado de 29, 7% a 14,9%, 
según los cálculos del mencionado diagnóstico.  
En la actualidad, la corrupción se mantiene en altos niveles pese a los 
denodados esfuerzos de los últimos gobiernos democráticos. Una serie de factores 
internos como externos la siguen ligando a la pobreza, y la convierten, junto a la 
última, en los principales problemas que enfrentan las autoridades y la comunidad. 
En efecto, hoy nuestra democracia, afirma Tanaka, se ve también amenazada por 
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la corrupción: “si no se le enfrenta decididamente, la democracia se vacía de 
contenido”10. 
En gran medida, la corrupción en el Perú ha sido propiciada por la misma 
estructura del Estado y la forma como interactúa con los ciudadanos. Un modelo 
vertical, herencia del Estado napoleónico, ha permitido a los gobernantes sentirse 
por encima de la ciudadanía y a la ciudadanía misma asumir un rol de sumisión 
frente a las decisiones de las autoridades. En ese orden de ideas, durante toda la 
República ha existido una pronunciada debilidad de los  mecanismos de control de 
la gestión gubernamental. Como consecuencia, funcionarios, instituciones oficiales, 
empresas privadas y ciudadanos desarrollan actividades que en lugar de servir al 
interés general benefician exclusivamente intereses particulares11. 
En muchos momentos de nuestra historia el Estado se ha encontrado al filo 
de la quiebra económica. Poca inversión, o inversión sobrevalorada, generaron 
inflación, pobreza extrema, subversión. En tales condiciones, el gasto social fue 
mínimo y se ignoró la prestación de derechos fundamentales como la salud, la 
educación la vivienda, etc., que requieren inversión del Estado. Esta cruda realidad 
no ha sido revertida en niveles adecuados a pesar de que los sucesivos gobiernos 
democráticos emprendieron planes de remedio específico. El régimen de transición 
presidido por el doctor Valentín Paniagua Corazao creó el Grupo de Trabajo 
“Iniciativa Nacional Anticorrupción” (INA) bajo el liderazgo del monseñor Miguel 
                                                 
10 TANAKA, Martín. “Historia de la corrupción”. En la República, Lima, 26 de mayo de 2013. disponible 
en www.larepublica.pe/columnista/virtu-e-fortuna/historia-de-lacorrupciñon-25-05-2013.  
11 Plan Nacional de Lucha contra la Corrupción (2006 – 2011), Lima: Ministerio de Justicia, junio 2006, 
p. 8. 
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Irízar, al que acompañaron diversas personalidades de la sociedad. El gobierno del 
doctor Alejandro Toledo instauró la figura del Zar Anticorrupción y consagró como 
política de Estado, en el Acuerdo Nacional del año 2002, la promoción de la ética y 
la transparencia y la erradicación de la corrupción, entre otros (política 26). En este 
periodo también se propuso el Plan Nacional Anticorrupción.  
En el quinquenio 2006 -2011, el régimen de Alan García designó Zarina 
Anticorrupción a la doctora Carolina Lizárraga, al tiempo que instalaba el Grupo de 
Trabajo de Seguimiento al Plan Nacional de Lucha contra la Corrupción. 
Finalmente, estableció el Comité del Alto Nivel Anticorrupción, presidido en ese 
momento por el ingeniero Gonzalo García Núñez. 
En la actualidad el gobierno del presidente Ollanta Humala ha insistido en 
institucionalizar el combate contra este flagelo. La Comisión Nacional 
Anticorrupción, encabezada al más alto nivel por el presidente del Consejo de 
Ministros, y con la abogada Susana Silva en su jefatura, se suma a la ya afianzada 
Procuraduría Anticorrupción y la cada vez más sólida Contraloría General de la 
República. Precisamente, en un reciente informe, el Contralor General de la 
República, Fuad Khoury Zarzar, detectó a más de diez mil funcionarios 
involucrados en presuntas irregularidades entre enero de 2009 y julio de 201112. Es 
una señal clara de que el tema de la corrupción sigue siendo un punto central en la 
agenda estatal.  
                                                 
12 Ver http://www.losandes.com.pe/Nacional/20110831/54685.html. 
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Al ser un tema transversal, la lucha contra la corrupción nos compromete a 
todos: gobernantes y gobernados. Cualquier esfuerzo aislado, sin el compromiso 
de la colectividad, está condenado al fracaso. Por eso es necesario propiciar un 
amplio consenso en la materialización de propuestas, cuyo éxito dependerá de la 
articulación de la sociedad en torno a ellas. Este requisito vale tanto para las 
reformas a nivel constitucional y legal como para las acciones preventivas y el 
fomento de valores.  
Ciertamente, tenemos un Código Penal (1991 reformando que contiene un 
catálogo especial en materia de delitos de corrupción. También contamos con un 
nuevo Código Procesal Penal, vigente en casi todo el país, con un acápite de lucha 
contra la corrupción. La articulación de un sistema anticorrupción en fiscalías y 
procuradurías especializadas, incluidos los jueces especializados, lleva años 
asimismo. Sin embargo, no es suficiente. El tema estructural sigue siendo central.  
Consideramos importante, en principio, establecer un pacto contra la 
corrupción al más alto nivel, con participación del gobierno, los partidos políticos y 
la sociedad organizada. Asimismo, se debe desarrollar una agenda común que 
afirme reformas estructurales, entre las que se incluyen modificaciones de la 
Constitución, los códigos y las leyes orgánicas, como también nuevos protocolos a 
nivel judicial, fiscal y policial, además de un fuerte impulso a la formación de 
valores a nivel educativo y público. Estos pasos forman parte de las tareas 
urgentes que debemos desarrollar. 
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Una vez concluido el régimen fujimorista, surge la primera iniciativa dirigida a 
combatir de modo expreso la corrupción dentro del aparato estatal. Nos referimos 
a la creación, durante el gobierno de transición, del Programa Nacional 
Anticorrupción (Resolución Suprema Nº 160 -2001- JUS) y, casi de manera 
conjunta, la instalación del Grupo de Trabajo “Iniciativa Nacional Anticorrupción”, 
encargado de elaborar un diagnóstico de la situación de la corrupción en el país y 
proponer un diseño de políticas públicas para enfrentarla. Como resultado de su 
trabajo. El INA público el documento Un Perú sin corrupción: condiciones, 
lineamientos y recomendaciones para la lucha contra la corrupción, en donde 
definía los requisitos y lineamientos centrales para la elaboración del Plan Nacional 
Anticorrupción. Allí se planteaba a) la institucionalización de la lucha contra la 
corrupción; b) el fomento de la transparencia y el rendimiento de cuentas.  
2. LA CORRUPCIÓN Y PROCESOS ELECTORALES 
         Vivimos una época donde aun en las más sólidas democracias, la corrupción 
se incrementa a través de una compleja red en la que el intercambio corrupto es 
multidireccional y sistémico. En el caso peruano, el tipo de Estado ha sido 
mantenido durante largo tiempo por la elite política dominante como medio para 
impulsar sus planes de enriquecimiento ilícito. El Estado como punto de unión de lo 
público y lo privado, ha sido utilizado por los gobernantes de turno para promover 
en grandes  dimensiones actos de corrupción sin ningún escrúpulo, límite y control. 
Los últimos años son aleccionadores, llegando a su extremo máximo y 
convirtiendo al país no sólo en usufructo de unos pocos sino además en botín de 
 20 
aquellos que alcanzaron llegar a la gestión pública por accionar de la actividad 
política. La visión de país-botín es la base del saqueo que se produce 
sistemáticamente sin que ningún organismo del Estado o la sociedad civil para 
pueda ponerle freno. PROÉTICA,  y la encuestadora APOYO hicieron que esas 
sensaciones y comentarios se conviertan en escalofriantes cifras que revelan, por 
ejemplo, que el 96 % de la población considera que la corrupción es un problema 
grave o muy grave para nuestro país y que debe ser atendido por el gobierno. Por 
su parte Transparencia, fue aún más drástica: “La población siente que los 
encargados de luchar contra la corrupción son los mismos corruptos”13. 
Probablemente en cualquier otro lugar, una visión de este tipo, luego de casi dos 
siglos de existencia del país como entidad independiente sería inaceptable y quien 
la pronunciara sería visto irremediablemente como un radical.  
La Declaración de Lima de 1997, surgida de la Octava Conferencia Anti-
corrupción llevado a cabo en capital de la República, señala que, “la corrupción 
erosiona la base moral de toda sociedad”. Y, el Perú, lamentablemente, es una 
sociedad donde la corrupción campea  en todos los niveles y estratos sociales a su 
libre albedrío, en unos mayor que en otros desde luego. En este escenario, la clase 
política gobernante se ha constituido en la generadora de la corrupción y los 
organismos encargados de combatirla se sienten impotentes o, en otros casos, 
cómplices de la impunidad.  
                                                 
13 Artículo publicado en  LA REPÚBLICA, 4-11-04, p.2. 
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Igualmente, el “Reporte Global de Corrupción 2010” presentado por la 
organización Transparencia Internacional, informa que en las “democracias” 
latinoamericanas, la venta de votos –por ejemplo- es algo habitual en los países 
del continente. Aunque en algunos de ellos existen leyes para castigar esta 
actividad delictiva, en la mayoría de las naciones es  visto como algo normal, que 
se encubre impunemente o que se realiza de forma abierta y sin ningún disimulo. 
Muchas veces las autoridades electorales y judiciales son cómplices de este tipo 
de infracciones, que afectan no sólo la credibilidad de las elecciones y los 
candidatos que en ellas participan, sino que ponen en entredicho la legitimidad y el 
normal funcionamiento de las instituciones públicas y los valores democráticos. En 
todos estos casos, los candidatos se aprovechan de la miseria en la que vive 
mucha gente para estimular la compraventa de votos. Por ello, no es extraño que 
los poblados más pobres sean los más propensos a ser objeto de esta 
manipulación electoral.   
Según Miriam Palomino, coordinadora en Estados Unidos de Transparencia 
Internacional de Perú, manifestó que es frecuente el pago con ropa, comida, 
medicamentos, artículos para el hogar, productos agrícolas afiliaciones a 
organizaciones y partidos, favores personales y hasta con una simple botella de 
aguardiente. Frente a este hecho, los que hemos tenido la oportunidad de 
participar en muchos procesos electorales, somos testigos presenciales de la 
compra y venta de votos aprovechando la pobreza e ignorancia de los electores.  
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Pero la corrupción, no solamente se expresa en el sistema electoral. Ella es 
apenas una muestra. La corrupción se da en todas las esferas de la vida social de 
los países latinoamericanos y el nuestro en específico. América Latina es la 
segunda región del mundo percibida como más corrupta, según los resultados del 
Índice de Percepción de Corrupción de 2011. Sin tomar en cuenta a Chile, por ser 
el país  mejor librado de la región en este indicador, la lista se inicia con un puntaje 
de 5.5 para Uruguay –siendo 10 una percepción nula de corrupción-, muestra los 
pobres desempeños de países como El Salvador, Colombia, México o Perú que no 
superan un 3,7 sobre 10; pasa por un desalentador 2,4 en Venezuela y Guatemala, 
y concluye con el alarmante estado de Paraguay con apenas una calificación de 
1,6 en la misma escala.  
Como complemento de lo anterior, según el Sondeo de Opinión Ejecutiva 
del Foro Económico Mundial 2012, Paraguay, Panamá, Honduras, Haití, 
Guatemala, Ecuador, Bolivia y Argentina, hacen parte de los diez países con más 
altos registros de corrupción política entre 102 naciones evaluadas. Igualmente el 
Informe Global de Corrupción 2012 de Transparencia Internacional, publicado el 25 
de marzo, señala como en Argentina, Brasil, Chile, Costa Rica, Guatemala, 
Nicaragua, Perú, México, Colombia, Uruguay y Panamá, siguen presentes en 
distintos casos situaciones relacionadas con sobornos en las altas esferas de los 
poderes públicos, lavado de activos, enriquecimiento ilícito, nepotismo, 
clientelismo, favoritismo, compra de votos, irregularidades en el financiamiento de 
partidos políticos y campañas electorales, captura del Estado por parte de 
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intereses privados, entre otras actividades no menos delicadas que las 
anteriormente mencionadas. La corrupción es un pecado capital de la humanidad 
contemporánea14. Bajo esta manifestación universal de la corrupción, se debe 
levantar la tesis: en primer lugar, no a la impunidad y, en segundo lugar, ojo abierto 
a esa corrupción concebida como una fórmula económica, social y política. 
El reto que tenemos por delante es entonces enorme: hay que cumplir con la 
promesa fundacional de la República. Podemos referirnos al asunto de diferente 
manera y poner énfasis en distintos aspectos, pero el caso es que hay que 
convertir al Perú en una comunidad política que no sólo tenga apariencia 
republicana sino que también brinde la posibilidad de un porvenir a sus habitantes. 
Se trata, en resumidas cuentas, de poner por delante un nuevo proyecto 
republicano que incluya a todos los peruanos como forjadores de su destino y logre 
que la democracia produzca bienestar y practique valores y no nos dejemos 
devorar por la corrupción y la elite que la genera. La corrupción corroe el sistema 
democrático y tiende a destruirla por más sólida que se crea. La cleptocracia,  o 
gobierno de ladrones  -como en nuestro caso- siempre estará presente si a partir 
de la democracia participativa no se está presente en todos los actos de gobierno.  
  3. LA TRANSPARENCIA COMO ACCIONAR POLÍTICO EN EL 
ESTADO DEMOCRÁTICO  
El analista político Adam Przeworski, sostiene que existen dos mecanismos 
que procuran la representación: el del mandato  y el rendimiento de cuentas. 
                                                 
14 RODRIGO CARAZO, ex presidente de Costa Rica, impulsor de la Corte interamericana de DDHH. 
Entrevista de Ana Núñez publicado en La República del 21-11-04, p. 8. 
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Mientras que en el primero los electores, tras escoger a sus representantes –en 
elecciones democráticas- se ajustan a sus decisiones; el rendimiento de cuentas 
garantiza una completa fiscalización para saber si los gobernantes van por buen 
camino. Sin embargo, la realidad indica que el rendimiento de cuentas sólo se ve al 
final del mandato, en otras circunstancias, nunca rinden cuentas de sus actos 
hacia  sus electores. En palabras el proceso electoral sólo sirve para que los 
electores brinden “cheques en blanco” a sus representantes. 
Los comicios electorales democráticos tienen un doble sentido y dos fines 
específicos: establecer el mandato y el rendimiento de cuentas. En este contexto, 
la responsabilidad de la representación política, si bien, recae sobre las elecciones, 
también incurre en demandas importantes en la ingeniería gubernamental, que 
involucra un régimen con un equilibrio de poderes autónomos que garanticen el 
rendimiento de cuentas entre unos y los otros. La ausencia de un efectivo 
rendimiento de cuentas entre los diversos poderes del Estado  es uno de los 
grandes problemas de las democracias como la nuestra. El acto de exigir cuentas 
a los funcionarios gubernamentales supone en primera instancia que las 
autoridades están obligadas a informar al ciudadano sobre sus decisiones y ser 
conscientes que su conducta es vigilada desde afuera. Además, quienes ejercen 
poder público deben dar explicaciones y justificar sus decisiones y acciones 
cuando así lo demanden los ciudadanos u otras autoridades e instituciones 
públicas.  
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En el ejercicio de la democracia, no sólo es necesario que las autoridades e 
instituciones públicas estén obligadas a comunicar sus decisiones y las cuentas de 
su presupuesto de manera completa y precisa, también se requiere la intervención 
de una serie de organismos independientes, motivados y capaces, que fiscalicen la 
información, detecten actos ilícitos, determinen responsabilidades legales e 
impongan sanciones cuando el caso lo amerite. En este mismo sentido, también es 
indispensable la participación de la ciudadanía y de una prensa independiente y 
responsable para controlar la acción gubernamental y aumentar las expectativas 
del público en cuanto al desempeño del Estado. 
Expresaba Valentín Paniagua: “El poder es siempre un poder visible. De allí 
que la publicidad sea consubstancial también al orden constitucional, está 
inspirado en la cultura de la transparencia y de la verdad, a diferencia de la 
corrupción que se esconde detrás de la cultura del secreto y de la falsedad (...) La 
publicidad de los actos del Estado resulta, así, siempre obligatoria. Públicas son 
las normas del Estado, públicas las deliberaciones del Congreso y de los jueces al 
pronunciar sentencia. La publicidad es absolutamente indispensable en los actos 
de la administración. La publicidad en definitiva, es reclamada no solamente por 
las necesidades de la administración del poder del Estado, sino por las 
características propias del régimen democrático que está sujeto a la fiscalización, a 
la observación y control de los gobernados. El poder democrático constitucional 
está sujeto permanentemente al escrutinio de la opinión pública y de quienes son 
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destinatarios del poder. La transparencia, por eso, más allá de la publicidad de los 
actos del Estado, es una necesidad impuesta en los últimos tiempos”15. 
También lo remarca Abad Yupanqui al decir que, “una de las características 
esenciales del Estado democrático es la publicidad de sus actos y la transparencia 
de la administración estatal sobre la gestión de los asuntos públicos. Ello implica 
que los funcionarios públicos y funcionarios del Estado rindan cuentas sobre las 
decisiones que adoptan y que las personas puedan solicitar y acceder a la 
información que obra en poder de las entidades estatales. En este sentido, los 
funcionarios y servidores públicos deben ser considerados  como gestores de una 
organización creada al servicio de la ciudadanía, encontrándose expuestos 
permanentemente a la fiscalización que la sociedad ejerce”16. La transparencia, sin 
duda, en la actuación de la administración pública contribuye a combatir la 
corrupción y genera mayor confianza en la ciudadanía frente a las autoridades 
públicas. A pesar de ello, “en el Perú se constata una antigua ‘cultura del secreto’, 
expresada en la renuencia de las autoridades a proporcionar información sin 
justificación razonable. Esta situación no sólo es incompatible con la esencia de un 
régimen democrático, sino que ha tenido negativas consecuencias, pues ha 
permitido la existencia de poderes secretos y ocultos que han carecido de todo tipo 
                                                 
15 PANIAGUA CORAZAO, Valentín. Discurso en su calidad de presidente de la República en la 
ceremonia de instalación del Grupo de Trabajo Iniciativa Nacional Anticorrupción celebrada en Palacio 
de gobierno, el 25 de abril de 2001, p. 2. 
16 ABAD YUPANQUI, Samuel B. “El acceso a la información pública: hacia una cultura de la 
transparencia”. Revista Peruana de Derecho Público Administrativo y Constitucional. Lima, Editorial 
Grijley, 2003, p. 25. 
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de control y ha fomentado la corrupción en el país, tal como ocurrió durante el 
gobierno del Ingeniero Alberto Fujimori”17. 
En efecto, independientemente de lo expuesto,  la fiscalización, intra  e inter 
órganos, de los que detentan el control de los diferentes órganos del Estado tienen 
la responsabilidad de informar permanentemente de su actuación. Los 
mecanismos que la informática ha creado permiten hoy día que ninguno de sus 
actos permanezca -salvo aquellos que están sujetos a reserva estratégica- 
escondido a los ojos de quien quiera examinarlo, juzgarlo o sancionarlo. El 
creciente interés por la transparencia en la administración pública, el control de los 
actos gubernamentales, la cultura de la transparencia y la información por parte de 
las autoridades sobre sus actuaciones, hacen de la rendición de cuentas un 
instrumento de primer orden para la entrega de información oportuna y confiable, 
que permita evaluar integralmente las actuaciones de los funcionarios públicos en 
el campo ético, moral y económico, así como los resultados de su gestión y el 
impacto de sus decisiones. 
Con esta intención se han instituido una serie de normas que debería la 
población conocerlos pero, más que eso, ponerlos en la práctica. Así tenemos que, 
la Carta Democrática Interamericana, en su artículo 4º, expresa: “Son 
componentes fundamentales del ejercicio de la democracia la transparencia de las 
actividades gubernamentales, la probidad, la responsabilidad de los gobiernos en 
                                                 
17 Ibíd.,  p. 26. 
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la gestión pública, el respeto por los derechos sociales y la libertad de expresión y 
de prensa...”18. 
Igualmente el acceso a la información pública es un derecho de categoría 
constitucional recogido en el artículo 2, numeral 5 de la Carta Fundamental y, 
además, se encuentra previsto en el artículo IV, numeral 1.12 de la Ley del 
Procedimiento Administrativo  General o Ley Nº 27444, que dispone la aplicación 
del principio de participación, al prescribir: “las entidades deben brindar las 
condiciones necesarias a todos los administrados para acceder a la información 
que administren, sin expresión de causa”. Asimismo se tiene el artículo 55, incisos 
3, 4, 5 y 9, que preceptúan los derechos de los administrados, en especial en lo 
pertinente al tema materia del presente artículo, y el artículo 160 del mismo cuerpo 
legal, que regula el acceso a la información del expediente del administrado. 
Por otro lado, con la Ley de Transparencia y Acceso a la Información 
Pública o Ley Nº 27806, modificada por la Ley Nº 27927, instrumento jurídico que 
tiene por novedad la incorporación de manera expresa del principio de publicidad, 
dispone que todas las actividades y disposiciones de las entidades públicas, así 
como toda la información que posea el Estado, se presume de libre acceso, razón 
por la cual el Estado, mediante sus entidades, tiene la obligación de 
proporcionársela a cualquier ciudadano que la requiera, sin restricción alguna; 
información que puede estar contenida en documentos escritos (por ejemplo, actas 
                                                 
18 La Carta Democrática Interamericana, fue aprobada en la primera sesión plenaria, de la OEA  celebrada 
el 11 de setiembre de 2001, por todos los ministros de Relaciones Exteriores y jefes de las delegaciones 
presentes. 
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de reuniones oficiales), fotografía, grabaciones en soporte magnético, digital o 
cualquier otro formato, etc. El acceso a la información tiene las siguientes 
excepciones: la información clasificada como reservada o secreta por razones de 
seguridad nacional y sólo por un período máximo de cinco años, también –y sólo 
en algunos casos- el acceso a información que afecte la intimidad personal. 
Coherente con todo lo expuesto, también el artículo 148 de la Ley Orgánica 
de Municipalidades, prescribe: “Los gobiernos locales están sujetos a las normas 
de transparencia y sostenibilidad fiscal y a otras conexas en su manejo de los 
recursos públicos; dichas normas constituyen un elemento fundamental para la 
generación de confianza de la ciudadanía en el accionar del Estado, así como para 
alcanzar un manejo eficiente de los recursos públicos. Para tal efecto, se 
aprobarán normas complementarias que establezcan mecanismos efectivos para 
la rendición de cuentas. Los gobiernos locales deberán contar con portales de 
transparencia en Internet, siempre y cuando existan posibilidades técnicas en el 
lugar. En los lugares que no se cuente con presupuesto para implementar los 
portales de transparencia, se cumplirá con publicar periódicamente la información 
respectiva a través de otro medio de comunicación social. 
Todos estos instrumentos legales, junto a la Ley  Nº 27825 o Ley del Código 
de Ética de la Función Pública y el Decreto Supremo Nº 033-2005-PCM o 
Reglamento de la Ley del Código de Ética de la Función Pública, puestos al 
alcance de todos, desde nuestra condición de ciudadanos, permiten supervisar la 
labor del Estado en salvaguarda de los intereses difusos y la institucionalidad 
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democrática. Todo cuanto está relacionado al fortalecimiento institucional requieren 
de la formación y desarrollo de un ambiente laboral  probo y transparente en la 
gestión administrativa y de gobierno, a fin de crear una cultura de integridad y 
responsabilidad interpares, de gobernantes y gobernados19. 
4. LOS PARTIDOS POLÍTICOS Y LA DEMOCRACIA 
Actualmente, se concibe que la forma de ejercer activa y eficazmente el 
derecho de la participación política, es en forma organizada. Pero no se trata de 
cualquier forma de organización social. Se trata de organismos de naturaleza 
eminentemente políticos. “Una vez afirmada la representación política como forma 
de gestión del Estado, se plantea de manera inmediata el problema de su 
instrumentalización práctica. ¿Es posible en una sociedad extensa y diversificada 
la formación de la representación política de manera directa, sin ningún tipo de 
intermediación? ¿Se puede construir directamente a partir de la anarquía de las 
opiniones realmente existentes en la superficie de la sociedad una representación 
política que sea expresión de la voluntad general y dirija de una manera racional y 
operativa la acción del Estado?” 20. 
Al respecto, García-Pelayo, expresa: “La existencia de los partidos políticos 
deriva del hecho de que en la democracia la sociedad está destinada a integrarse 
                                                 
19 El avanzar hacia una “cultura de transparencia” exige, a decir de ABAD YUPANQUI, superar una 
serie de obstáculos que aún subsisten. En principio, lamentablemente en los hechos la información tiene 
un costo que no siempre corresponde al servicio brindado, pues muchas veces las entidades públicas 
exigen pagos exagerados. Asimismo, la información se encuentra centralizada en Lima y no siempre es 
fácil garantizar el acceso a la misma a nivel nacional. De otro lado, muchas veces los funcionarios 
públicos pretenden ampararse en las excepciones al acceso a la información pese a que ello no se 
justifique. Ello evidencia que todavía un importante sector de servidores públicos consideran que la 
información es de su propiedad, olvidando que ella pertenece al público. Se trata de un problema 
formativo cultural que es imprescindible cambiar. 
20 PÉREZ ROYO, Javier. Curso de Derecho Constitucional. Madrid, Marcial Pons, 2001,  p.643. 
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de modo permanente en el Estado; pero como quiera que, por una parte, los 
intereses materiales y espirituales de la sociedad no son homogéneos, sino 
heterogéneos, y que, por la otra, esta heterogeneidad rebasa a los individuos 
particulares para dar lugar a intereses materiales y espirituales comunes a 
pluralidades de individuos que, a su vez, constituyen grupos parciales dentro de la 
totalidad social, de aquí la existencia de organizaciones compuestas por aquellos 
que pretenden defender sus intereses a través de la acción estatal, y para ello han 
de entrar en concurrencia con organizaciones del mismo tipo, pero de distinto 
contenido”21. 
La respuesta es clara y contundente. Sin la existencia de una racional y 
organizada opinión pública, sin la existencia de instrumentos políticos que sirvan 
de intermediación entre la sociedad y el Estado, “la representación política se 
asemejaría a una lotería, en la que cualquier resultado sería posible. De esa 
manera, la dirección del Estado sería algo bastante parecida al caos. La 
representación política, para ser operativa, exige la presencia de unos 
instrumentos de estructuración política de la sociedad  y de racionalización del 
proceso electoral,  que  hagan predecible dentro de ciertos límites y, por tanto, 
fiable la dirección política de la sociedad a través de la acción del Estado” 22. Estos 
instrumentos de intermediación entre la sociedad y el Estado son los partidos 
políticos, sin los cuales la democracia representativa y participativa no podrían 
                                                 
21 GARCÍA-PELAYO, Manuel. Obras completas.  pp. 383-384. 
22 Ibíd.,  p.643. 
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funcionar. Por eso también se afirma que “la democracia es un sistema que implica 
competencia efectiva entre partidos políticos que buscan puestos de poder”23.  
Esta es la razón por la que el Estado democrático es necesariamente un 
Estado de partidos, como ha sido reiteradamente definido tanto por la teoría 
política y constitucional como por los propios Tribunales Constitucionales en su 
jurisprudencia.  Por eso “por razones obvias el partido político es en el Estado 
democrático mucho más imprescindible que en el Estado liberal censitario. 
Realmente una politología y una sociología del partido político sólo se han 
producido con el Estado democrático de nuestro siglo y no antes. Pero a partir de 
este momento el partido va a ser visto como un mal necesario,  como una 
institución de la que no se puede prescindir, porque su supresión sería un remedio 
peor que la enfermedad”24. 
El marco de la crisis de representación ciudadana fermentada por las 
pérdidas dictatoriales del velasquismo y del fujimorismo, así como de la 
desideologización producida tras la caída del Muro de Berlín, el caudillismo 
intrapartidario,  y lo que es peor, la consolidación de la “piratería política” –bajo el 
membrete de movimientos, es oportuno recordar el significado y sentido de los 
partidos en una sociedad democrática.  
En sentido lato, se trata de organizaciones permanentes, jerarquizadas y 
activas, integradas por ciudadanos comprometidos, que coordinan esfuerzos para 
                                                 
23 GIDDENS, Anthony. Op.cit., p. 82. 
24 Ibíd.,  p.648. 
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ejercer la conducción del Estado o participar en él. Su objetivo es el de establecer 
o defender un programa de acción gubernamental conforme a una ideología. Esta, 
a su vez, busca justificar una específica forma de ejercer el poder político, así 
como posicionarse ante la población y actuar en función de acontecimientos de 
relevancia ciudadana. En puridad, estos deben apuntar a la plasmación de sus 
ideas políticas orgánicas dentro de la institucionalidad democrática, que están 
destinadas a cambiar, convalidar o defender un orden político determinado. Así, de 
dicha fundamentación teórica, emerge un tipo de sociedad a construirse, afirmarse 
o apuntalarse y también determinados lineamientos programáticos para conducir o 
administrar dicha estructura convivencial. 
Los partidos en su expresión ideológica –combinación de conocimientos y 
convicción –le exponen a la ciudadanía, a través de su ideario, la interpretación, 
explicación y proyección de los hechos políticos de una comunidad. Mediante la 
actuación de los partidos se coadyuva a la vigencia y defensa del sistema 
democrático. En ese contexto, estos expresan el pluralismo en las opciones 
políticas; contribuyen a la vigencia de los derechos humanos; concurren a la 
formación, manifestación y representación de la voluntad popular; y canalizan la 
opinión pública. Por último, fomentan la educación y participación política de la 










CAPÍTULO  III 
DELITOS MÁS COMUNES COMETIDOS POR LOS 
FUNCIONARIOS PÚBLICOS PROVENIENTE 
DEL MANDATO POPULAR 
 
1. NOCIÓN GENERAL DE FUNCIONARIO PÚBLICO   
El concepto de funcionario público en el Derecho Penal, es uno de los temas 
más controvertidos e importantes de esta rama jurídica con enormes repercusiones 
teóricas y prácticas. La condición de funcionario o servidor público se adquiere 
desde el momento de la designación o la proclamación por la autoridad electoral 
correspondiente para desempeñar actividades o funciones en nombre o al servicio 
del Estado o sus entidades. La Convención Interamericana Contra la Corrupción, 
instrumento que define al funcionario o servidor público como “cualquier 
funcionario o empleado del Estado o de sus entidades, incluidos los que han sido 
seleccionados, designados o electos para desempeñar actividades o funciones en 
nombre del Estado o el servicio del Estado, en todos sus niveles jerárquicos”. Esta 
definición a diferencia de lo dispuesto en nuestra legislación administrativa o penal, 
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adelanta la existencia formal del funcionario público, pues engloba aquellos que 
son seleccionados, designados o elegidos, pero que aún no asumen o toman 
posesión del cargo y no ejercen formalmente la función pública.  
Igualmente se hace mención a las Convenciones de las Naciones Unidas 
contra la corrupción, pero esta a diferencia, desestima la sola selección, elección o 
nombramiento como factores para determinar la existencia del funcionario público. 
En el ordinal a) inciso i), del artículo 2 define al funcionario público como “toda 
persona que ocupe un cargo legislativo, ejecutivo, administrativo o judicial de un 
Estado parte, ya sea designado o elegido, permanente o temporal, remunerado u 
honorario, sea cuál se la antigüedad de la persona en el cargo. Aquí la Convención 
de las Naciones Unidas acude a un criterio estrictamente administrativo, el mismo 
que da cuenta de una serie de requisitos normativos establecidos en la legislación 
interna (título válido, investidura, posesión del cargo y ejercicio) y que ha sido 
restringido a las tradicionales funciones públicas de poder (cargos legislativos, 
ejecutivos, administrativos y judiciales) y donde “cargo administrativo” cumple una 
función horizontal amplía.  
El concepto de funcionario público en el ámbito penal es un concepto 
normativo que el Derecho Penal ha dado por lo menos en principio, por tanto, no 
existe la necesidad de recurrir a otra rama del Derecho. Se trata de un elemento 
normativo del tipo y que debe ser extraído de la estructura del ilícito en 
observancia del principio de legalidad. En efecto, el Derecho Penal tiene una 
conceptualización normativa propia, utilizable a los fines de tutela establecidos por 
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la norma penal. Ello explica que lo que para el Derecho Penal es ya funcionario no 
lo sea en diversos casos para el Derecho Administrativo. En ese sentido 
Benavente Chorres señala que el concepto administrativo de funcionario público 
descansa en el ingreso a la carrera administrativa. En cambio, es la función 
pública, para el Derecho Penal, la clave para definir al citado personaje25. 
Se ha afirmado que el artículo 425 del Código Penal representa, en tal 
perspectiva, una concreción material y real de la independencia del Derecho penal 
al enfatizar sus categorías jurídico –normativas. Por otro lado, la razón de una 
enumeración taxativa de los funcionarios públicos en la Ley Penal está dada por la 
falta de un criterio unificado en la ciencia del propio Derecho Público. La protección 
efectiva contra los ataques que pudieran lesionar la función pública quedaría, en 
parte, en el limbo si no pudiera saberse qué sujetos pueden atacarla. Ante el mar 
de dudas, el legislador penal ha optado por cortar por lo sano y ofrecer criterios 
para la determinación del funcionario público a los efectos punitivos.  
Así, el citado artículo 425 ha establecido los siguientes supuestos:  
a) Los que están comprendidos en la carrera administrativa. Aquí 
si nos debemos de remitir a las normas administrativas, dado que, 
este supuesto descansa en aquellos servidores, y funcionarios de 
carrera que acceden a los cargos y jerarquías por selección y 
                                                 
25 Benavente Chorres, Hesbert. “Objeto de protección en los delitos contra la Administración Pública”: 
En: Benavente Chorres; Hesbert y Calderón Valverde, Leonardo. Delitos de corrupción de funcionarios. 
Gaceta Jurídica, Lima, 2012.  
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concurso, sobre la base de méritos y que prestan sus servicios de 
modo permanente a la Administración Pública.  
b) Los que desempeñan cargos políticos o de confianza, incluso si 
emanan de elección popular. Los cargos políticos o de confianza 
deben entenderse solo como designaciones a través de autoridades 
competentes, esto, significa que su origen no necesariamente 
proviene de elección popular. Este tipo de funcionario no requiere 
cualidades especiales o que se trate de especialista o técnico. La 
relación, esto es, el origen de su nombramiento está vinculado a 
quien lo nombra. Sin embargo, dado que su actuación será en el 
ámbito de las actividades públicas, su comportamiento queda 
sometido a la normativa propia de la Administración Pública y, en 
ese sentido, es autónoma y no vinculante con quien lo nombró.  
c) Todo aquel que independientemente del régimen laboral en que 
se encuentra, mantiene vínculo laboral o contractual de 
cualquier naturaleza con entidades u organismos del Estado y 
que en virtud de ello ejerce funciones en dichas entidades u 
organismos. Esta forma de considerar funcionarios públicos a 
quienes administrativamente no lo son es característica del modelo 
penal, que se guía por consideraciones de carácter material y por 
percibir el carácter funcional de la Administración Pública. El 
legislador ha considerado que el sujeto que se integra a las 
 38 
actividades estatales adquiere una posición privilegiada, en cuanto 
pasará a constituirse en una parte del ante prestacional y, por tanto, 
sus procesos de comunicación serán administrador –administrado. 
Lo que se quiere proteger es precisamente la calidad del servicio 
que la Administración Pública, en sentido amplio, presta.  
d) Los administradores y depositarios de caudales embargados o 
depositados por autoridad competente, aunque pertenezcan a 
particulares. El origen y fundamento jurídico reside en que tales 
sujetos se convierten en la extensión del funcionario público que los 
nombra y que no puede, por sí mismo, ejercer la función de 
administrador o depositario sino solo disponer en quien recaerá la 
administración o el depósito.  
La autoridad competente que tiene la potestad de nombrar velará por 
la idoneidad del nombramiento, todo lo cual encuadra en la idea de 
proteger el correcto funcionamiento de la Administración Pública. El 
propósito de la designación es velar por el correcto funcionamiento 
de la administración pública bajo la forma que se presenten e incluso 
con la concurrencia de terceros. Ahora bien, los terceros deben ser 
nombrados en acto solemne y bajo las formalidades legales que tal 
nombramiento exija.  
e) Los miembros de las Fuerzas Armadas y la Policía Nacional. El 
Código Penal en referencia a las Fuerzas Armadas y la Policía 
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Nacional no han puntualizado alguna característica preponderante al 
momento de calificarlo como funcionario público. Sin embargo, debe 
entenderse que está referido a los que se encuentran en actividad 
desarrollando funciones preestablecidas en la Fuerza Armada o la 
Policía Nacional: quien cumple su función y luego desarrolla su vida 
privada hasta nuevamente reintegrarse a su función, no responderá 
como funcionario sino como particular y los procesos de 
incriminación deberán corresponderse con tal realidad fáctica. Es 
necesario sin embargo, precisar que, estos agentes cometerán los 
delitos de cuestión, cuando se trate de hechos vinculados a la 
función que desempeñan según los propios estatutos o leyes 
orgánicas específicas, mas no cuando se trate de hechos 
desvinculados de la misma, los cuales podrán configurar cualquier 
otro delito pero no delito contra la Administración Pública.  
f) Los demás indicados por la Constitución Política y la Ley. 
Ingresan en este nivel todos aquellos que por razones diversas no 
sean admisibles en los órdenes anteriores, ya sea porque tienen un 
régimen propio de carrera administrativa, como los funcionarios de 
universidades, funcionarios y servidores municipales, etc. o porque 
simplemente carecen de un sistema de carrera administrativa como 
en el caso de los notarios.  
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Ahora bien el Proyecto de Ley Nº 1978/2012-PE pretende incorporar un 
último párrafo al artículo 425 del Código Penal en los siguientes términos: “La 
condición de funcionario o servidor público se adquiere desde el momento de la 
designación o la proclamación por la autoridad electoral correspondiente para 
desempeñar actividades o funciones en nombre o al servicio del Estado o sus 
entidades”.  
Con ello se busca ampliar el concepto de funcionario público, sin embargo, lo 
único que se conseguirá de prosperar dicha iniciativa, será que la impunidad 
aumente. Así, por ejemplo, la impunidad de los actos de corrupción que se realicen 
antes de la “proclamación por la autoridad electoral correspondiente”; y que con tal 
redacción se sienta posición por la incorporación formal a la Administración Pública 
dejando de lado la simple participación en el ejercicio de la función pública, lo cual 
a su vez conlleva a la impunidad de estos últimos actos. Asimismo, qué sucedería 
en aquellos casos en que el título por el que formalmente asumían el cargo de 
funcionario público, es posteriormente declarado nulo, ¿se considerará que nunca 
fueron tales y por lo tanto quedar impunes sus conductas? 
2. DELITOS MÁS RECURRIDOS POR FUNCIONARIOS PÚBLICOS 
PROVENIENTES DE ELECCIÓN POPULAR 
El soporte material de los ilícitos penales comprendidos en la presente 
investigación, reside precisamente en el abuso del cargo o de poder, en un 
aprovechamiento indebido de la actuación funcionarial; es decir, estos injustos 
penales suponen un disvalor que se origina desde un ámbito específico de 
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organización del autor (intraneus): la “función pública”. El hecho de que el agente 
tenga la condición de funcionario y/o servidor público y de que aquél se aproveche 
de dicho estatus legal, comportan la plataforma que otorga sustantividad a estos 
injustos penales.  
Dicho en otros términos, los injustos típicamente funcionariales, tienen como 
protagonista principal a quien la ley le concede ciertas atribuciones legales, en 
cuanto a la condición de funcionario y/o servidor público, quien lejos de cautelar los 
principios ius-constitucionales, del correcto funcionamiento de la administración 
pública, perpetra un acto, cuyo disvalor provoca una legítima defraudación de los 
bienes comunitarios, al superponer sus intereses personales a los estrictamente 
generales y, ello sólo puede acontecer en una actuación cometida en el pleno 
ejercicio del cargo funcionarial.  
En resumidas cuentas, en la presente investigación viene a agruparse 
aquellos injustos penales, que representan el núcleo más duro de los delitos que 
atentan contra la administración pública, cuyo disvalor se manifiesta en la 
infracción de los deberes esenciales del cargo funcionarial, haciendo del cargo 
público un receptáculo de arbitrariedades, de injusticias, de actos que ofenden a 
los cometidos sociales que deben sujetar la dirección de las prestaciones públicas; 
por tales motivos, los marcos penales resultan siendo de mayor intensidad en 
comparación con los marcos penales propuestos en la primera capitulación de la 
presente titulación. 
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En ese entender en esta parte vamos a desarrollar muy brevemente los 
ilícitos más comunes cometidos por los funcionarios públicos, cuyos cargos 
provienen de la elección popular:  
2.1. DELITO DE LAVADO DE ACTIVOS  
Desde hace algún tiempo, el delito de lavado de activos viene cobrando 
especial atención mediática debido a las investigaciones realizadas por este ilícito, 
iniciadas contra diversos personajes del ámbito político nacional. Solo en los 
últimos meses, los medios de comunicación han reportado algunos detalles de las 
investigaciones contra personajes que representan a los gobiernos regionales. 
Estos casos tienen en común que se investiga un conjunto de conductas 
supuestamente destinadas a dotar la legalidad a bienes obtenidos de manera ilícita 
de parte de terceros. Esto es, se maneja la hipótesis de que dichas transacciones 
(pagos, donaciones, préstamos, adquisición de bienes, contrataciones 
fraudulentas, etc.) fueron realizadas para encubrir las actividades ilegales previas 
que generaron la obtención de dichos bienes, de modo que estos terminen 
blanqueándose una vez ingresados a los circuitos comerciales legales. 
Actualmente, existe discrepancia entre los operadores de justicia respecto a 
si es necesario acreditar la procedencia ilegítima o el delito previo (es decir, la 
conducta que generó las ganancias que luego se lavan) para condenar a un 
acusado por lavado de activos. Para algunos es necesario probar la procedencia u 
origen ilícito de los bienes para que se configure el lavado y se condene a los 
imputados por este delito. Para otros, ello no es preciso, ya que la ley ha dotado a 
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esta infracción penal de autonomía sustantiva, de modo que bastaría acreditar que 
el agente conocía el origen ilícito de los bienes objeto del delito de lavado. 
Paralelamente, la jurisprudencia de nuestros tribunales no es profusa ni uniforme 
en este terreno. Sea cual fuere la tesis, es evidente que probar este delito es una 
tarea complicada; pues, no es suficiente verificar que una persona no puede 
explicar o justificar un determinado incremento o desbalance patrimonial (como 
sucede con el delito de enriquecimiento ilícito). 
Nuestra actual Ley Contra el Lavado de Activos (Decreto Legislativo Nº 1106) 
es aún joven, data del 19 abril de 2014, por lo que la mayoría de casos iniciados 
bajo su vigencia aún se encuentran en trámite. Dicha ley sanciona el blanqueo de 
capitales solo cuando la persona conoce o presume que los bienes que lava tienen 
origen ilícito hace impune la conducta. Por ejemplo, si “X” no sabía ni sospechaba 
que el inmueble que le ha comprado a  “Y” fue adquirido por este con dinero de 
procedencia ilícita, no habrá cometido delito de lavado de activos alguno. Distinta 
suerte correría si se prueba que conocía su procedencia o que existían elementos 
que podían llevarlo a presumir su origen delictivo y, pese a ello, accede a realizar 
la transacción. El debate principal se centra, entonces, en qué es lo que se debe 
acreditar para condenar a una persona por lavado de activos. Más 
específicamente; ¿es necesario probar el delito previo o delito fuente, es decir, el 
delito que generó el dinero con el que “Y” compró originalmente el inmueble? 
Sobre este punto, existen interpretaciones, distinguiéndose claramente las 
posturas que asumen los fiscales (acusadores) y los abogados (defensores). En 
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general, los abogados defensores exigen que en el proceso penal por lavado de 
activos el fiscal demuestre la fuente ilícita de la que provinieron los bienes que 
luego se lavaron, pues si la ley penal sanciona a la persona que blanquea bienes 
de origen ilícito, es lógico que deba determinarse primero dicha ilicitud. Probar la 
actividad ilícita que generó los bienes que posteriormente se lavan, según esta 
tesis, sería imprescindible, de lo contrario, se sancionaría por lavado a quien, por 
ejemplo, legaliza bienes que “no se sabe” si tienen origen ilícito, lo cual sería 
absurdo.  
En tal sentido, el abogado César Nakazaki expresa que el delito fuente es un 
elemento de la parte objetiva del tipo penal de lavado de activos, cuya acreditación 
es necesaria para establecer que los bienes objeto de blanqueo son efectos o 
ganancias de dicho delito: “Una acusación y condena sin delito fuente afectaría las 
garantías de legalidad, imputación necesaria y presunción de inocencia”, señala. 
Sin embargo, Nakazaki precisa que no es necesario probar el delito fuente 
específico que generó el dinero o bienes lavados, sino solo que estos provienen de 
una actividad ilícita, la cual sí debe ser demostrada más allá de la duda razonable, 
en todas sus circunstancias; cómo y cuándo se realizó, y cuántos activos se 
generaron.  
Al respecto, Rosas Castañeda apunta que los indicios a tomarse en cuenta 
para acreditar el “conocimiento del origen ilícito” en el lavado de activos pueden ser 
diversos. Por ejemplo, el hecho de recibir un bien de una persona que ha 
incrementado de forma inusual su patrimonio, o que maneja cantidades de dinero 
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elevadas y en efectivo, o realiza operaciones extrañas a las prácticas comerciales 
ordinarias. Otro indicador a tomar en cuenta es la inexistencia de negocios lícitos 
que justifiquen en alguien el incremento patrimonial o las transmisiones dinerarias 
que realiza. También debe repararse en la existencia de algún vínculo o conexión 
del agente con actividades delictivas, o con personas o grupos relacionados a 
estas. Para el fiscal Rosas Castañeada, esta interpretación es la que respalda 
nuestra Ley antiblanqueo, donde lo esencial es probar (mediante indicios) el 
conocimiento o sospecha de la procedencia ilícita de los bienes. Pues, bien, a su 
juicio, de la ley se desprende con claridad: i) que el lavado de activos es un delito 
autónomo; ii) que para su sanción no hace falta que se investiguen, juzguen o 
sancionen las actividades delictivas generadoras de los bienes; iii) que el origen 
ilícito que conoce o debía presumir el agente del delito puede inferirse de los 
indicios concurrentes en cada caso.  
2.2.  LA ASOCIACIÓN ILÍCITA PARA DELINQUIR 
Uno de los fundamentos político–criminales y de utilidad social más 
importantes que justifica la existencia del delito de asociación ilícita es el constituir 
uno de los instrumentos más útiles, eficaces, fundamentales26, insustituibles y una 
pieza clave27 en la lucha contra la criminalidad organizada que cada vez adquiere 
mayor importancia y que en nuestro país ha cobrado especial relevancia y 
                                                 
26 SILVA SÁNCHEZ, Jesús María y UJALA JOSHI Jubert. Dictamen emitido a petición del Dr. Julio 
Rodríguez Delgado, abogado defensor del Sr. Manuel Delgado Parker en la instrucción seguida ante el 
Primer Juzgado Penal especial. Anticorrupción, por la presunta comisión de los delitos de tráfico de 
influencias y asociación para delinquir en agravio del Estado.  
27 Cfr. GUZMÁN DALBORA, José Luís. “Objeto jurídico y accidentes del delito de asociaciones 
ilícitas”, en Revista de Derecho Penal y Criminología, 2º época, Nº 2, UNED, Madrid, 1998. 
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notoriedad, alcanzando notas de escándalo internacional en la década del 90, 
siendo el caso de Vladimiro Montesinos y el ex –presidente Alberto Fujimori 
Fujimori un ejemplo la asociación criminal levantada sobre la base de la estructura 
de un partido político, de un gobierno, la administración pública y sus 
instituciones28. Sin embargo, esta tipología delictiva se ha perfeccionado, extendido 
y descentralizado en los últimos tres gobiernos, como detallaremos en el análisis 
de casos. 
El delito de asociación ilícita constituye un medio indispensable y adecuado 
de lucha contra la delincuencia organizada. La razón que justifica la existencia de 
la infracción es la necesidad de impedir que se formen sociedades y asociaciones 
cuyo objeto y finalidad sea cometer delitos, garantizando la conservación del 
ordenamiento jurídico y los valores que éste representa, los cuales se orientan a la 
realización de la paz social y al logro de la seguridad jurídica. La finalidad de la 
punición del delito de asociación para delinquir es controlar y disminuir los riesgos 
que se crean para los bienes jurídicos fundamentales y que derivan de la 
existencia de estructuras complejas, las cuales pueden desplegar de modo más 
eficaz e idóneo medios, estrategias y procedimientos para lograr sus objetivos que 
si se trata de un solo individuo. 
Según reconoce la doctrina, el delito de asociación para delinquir cumple 
básicamente una función político–criminal de naturaleza preventiva por su misma 
                                                 
28 Cfr. REAÑO PESCHIERA, Leandro, “El delito de asociación ilícita”. En César San Martín Castro, 
Carlos Caro Coria y Leandro Reaño Peschiera. Delitos de tráfico de influencias, enriquecimiento ilícito y 
asociación para delinquir. Aspectos sustantivos y procesales, Juristas Editores, Lima, 2002.  
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condición de delito –para algunos –de preparación, al facilitar el castigo a aquellos 
que no han llegado a delinquir, pero que se han agrupado para tal fin. Si bien 
desde el momento que constituyen una asociación con fines criminales la persona 
o los sujetos que la integran se hacen acreedores a una sanción penal –pena 
privativa de libertad, por lo general– no debe quedar duda acerca de su sentido 
marcadamente preventivo, toda vez que con su configuración se busca remover el 
peligro que nace de la comisión de delitos objeto del programa asociativo, 
anticipándose la fase de intervención29. 
La razón de su castigo reside en el hecho que la existencia de la asociación 
suscitan inevitablemente alarma y preocupación en la ciudadanía, independiente 
de si los delitos se han cometido o no. El legislador nacional, como sucede con la 
mayor parte del Derecho Comparado, ha considerado insuficiente la tutela de los 
bienes jurídicos a través de los delitos particulares. A tal efecto, establece que en 
los casos de estructuras complejas de poder (asociaciones delictivas) debe crearse 
un delito específico que prevenga y reprima esta forma de criminalidad. 
Su existencia a nivel legislativo demuestra una inconfundible voluntad política 
de lucha contra la delincuencia asociada, dada su extrema gravedad y 
potencialidad lesiva. Asimismo, responde a una doble exigencia: a) La de tutelar 
bienes de trascendencia social y constitucional, sin los cuales sería imposible el 
desarrollo de un Estado de Derecho y el respeto a la dignidad de la persona 
humana; b) La de prevenir su lesión interponiendo las medidas más adecuadas.  
                                                 
29 Cfr. Giovanni Fiandaga y Enzo Musco, op. cit.; José Choclán Montalvo. La organización criminal. 
Tratamiento penal y procesal. dynkinson, Madrid, 2000.  
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Sin embargo, ello no quiere decir que en el delito de asociación para delinquir 
se pena la actividad preparatoria del delito fin, sino que lo que se busca es castigar 
eficazmente, desde la perspectiva político–criminal, las conductas plurales de 
intervención activa en una asociación, en razón al peligro que generan contra 
bienes jurídicos, tanto colectivos como individuales. El delito de asociación para 
delinquir forma parte de una tutela avanzada de la sociedad respecto a la 
manifestación de la criminalidad organizada, tanto común como política.  
El factor organizativo contribuye a cimentar y a aumentar la capacidad de 
rendimiento de las diversas manifestaciones de voluntad que convergen en un 
objetivo común, superando los obstáculos que se presenten en la realización del 
programa. La asociación aparece como una actividad susceptible de ser 
considerada como un acto idóneo y suficiente para lograr el resultado que se tiene 
en la mira. Su poder, influencia y extensión es mucho mayor; tal como  ocurre, por 
ejemplo, con el tráfico de drogas, prostitución, terrorismo, tráfico de armas y lavado 
de dinero, hecho que genera un efecto tan igual de corrosivo y grave: la corrupción 
y la subsiguiente erosión de las bases propias de un Estado de Derecho.  
2.3. ABUSO DE AUTORIDAD  
El artículo 376 del Código Penal prescribe: “El funcionario público que, 
abusando de sus atribuciones, comete u ordena, en perjuicio de alguien, un acto 
arbitrario cualquiera, será reprimido con pena privativa de libertad no mayor de dos 
años”. La tipificación del injusto penal de abuso de autoridad supone una 
orientación de política criminal, conducente a cerrar espacios de impunidad, 
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cuando la conducta atribuida al funcionario público, no se ajusta a los alcances 
normativos del resto de tipificaciones penales, que de forma específica y singular 
reglan los comportamientos prohibidos, que implican injustos típicamente 
funcionariales (Peculado, Malversación de Fondos, Prevaricato, etc.). Por eso se 
admite que este tipo de “abuso innominado” solamente tendría aplicación 
supletoria; cuando los otros supuestos de abusos de autoridad específicos no sean 
aplicables.  
Por consiguiente, la presente figura delictiva, se constituye en un ilícito penal 
subsidiario y residual, pues sólo resulta de aplicación cuando los injustos 
especiales funcionariales no pueden cobijar en rigor, el comportamiento imputable 
al funcionario público. La punibilidad proviene, pues, del hecho de actuar del 
funcionario cuando la ley no le permite hacerlo, de no actuar cuando le obliga a 
hacerlo o de actuar de un modo prohibido por la ley o no previsto por ella. Este 
delito se erige, entonces, como un freno al abuso del poder funcionarial, como un 
mecanismo legal de contención ante toda manifestación de arbitrariedad pública, 
tendiente a distorsionar los objetivos de la Administración Pública en una sociedad 
democrática de derecho.  
El bien jurídico tutelado por la norma penal, ha de simbolizar una finalidad de 
política criminal, enmarcado en los principios constitucionales rectores que rigen el 
funcionamiento de la administración pública en el Estado Constitucional de 
Derecho, dejando de lado cualquier atisbo axiológico, que entrañe un imbricación a 
criterios meta jurídicos, desdeñable desde las aristas de un Derecho penal 
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democrático. Es a tal efecto que nos inclinamos por identificar a la legalidad de la 
actuación funcionarial, como el objeto de tutela penal, de reprimir aquellas 
conductas arbitrarias, por ende lesivas a los intereses generales de la comunidad.  
2.4. DELITO DE CONCUSIÓN  
La concusión, viene a evocar aquella actuación propia de un funcionario 
público, quien aprovechando el temor que genera el poder funcionarial, lo utiliza 
como un medio de coacción (extorsión) hacia los particulares, para verse 
beneficiado con una ventaja patrimonial indebida. Vemos que en el delito de 
concusión se encubre una acción típica de extorsión, donde la coacción que 
acomete el autor se manifiesta en los poderes funcionariales que viene investida la 
actuación pública, a diferencia de la figura delictiva contemplada en el artículo 200º 
del CP, donde la obtención de la ventaja indebida obedece a un acto de compulsa 
efectuado por el autor sobre la voluntad del sujeto pasivo, que se traduce a través 
del ejercicio de la violencia o de la amenaza. Debiéndose destacar que del delito 
de Extorsión puede ser cometido por cualquier persona, inclusive  por un 
funcionario público –en ejercicio funcionarial.  
El bien jurídico protegido sería la correcta actuación de los funcionarios y 
servidores públicos en las relaciones que entablan con los particulares, en tanto el 
ejercicio del cargo sólo sirva para prestar un servicio público conforme a los 
cánones de un Estado Constitucional de Derecho. Visto desde un panorama más 
amplio, el bien objeto de tutela penal, puede ser bifurcado en dos planos a saber: 
primero, el interés del Estado de cautelar que los funcionarios y servidores públicos 
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sujeten su actuación a servir a la comunidad y, segundo, la legítima expectativa de 
los comunitarios, de que los funcionarios y servidores públicos sólo han de ejercer 
actos de injerencia en sus derechos subjetivos, cuando así lo demanda la legalidad 
aplicable y, no en abuso del poder.  
2.5. COLUSIÓN ILEGAL 
El artículo 384 del Código Penal prescribe: “El funcionario o servidor público 
que, en los contratos, suministros, licitaciones, concurso de precios, subastas o 
cualquier otra operación semejante en la que intervenga por razón de su cargo o 
comisión especial defrauda al Estado o entidad u organismo del Estado, según ley, 
concertándose con los interesados en los convenios, ajustes liquidaciones o 
suministros será reprimido con pena privativa de libertad no menor de tres ni mayor 
de quince años”.  
Esta sanción prevista en el Código Penal, tiene su fundamento en la 
Constitución de 1993, cuando ha encomendado una serie de funciones al aparato 
estatal, lo cual se define a partir de las exigencias propias del Estado de Derecho y 
del Estado Social, en la procura prestacional a la población de una vastedad de 
servicios públicos, cuya concreción resulta fundamental para  garantizar un 
desarrollo socio –económico sostenible de la Nación. Las prestaciones públicas de 
salud, educación, alimentación, vivienda, etc., requieren de toda una organización 
y gestión estatal, que con eficiencia y calidad pueda colmar las necesidades más 
elementales de la población. La construcción de carreteras, el asfaltado de pistas, 
las instalaciones de redes de electricidad, la edificación de colegios y de postas 
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médicas, constituyen un soporte fundamental en la consagración de un verdadero 
Estado de bienestar; por tales motivos, es la misma estructura jurídico – estatal, 
que reparte dichas tareas a los diversos estamentos de la administración pública.  
Es de verse también, que el Estado peruano debe agenciarse de los 
particulares para poder materializar dichas obras públicas así como la efectiva 
prestación de los servicios que debe prestar al colectivo, en la medida que el 
primero no cuenta con los mecanismos e instrumentos idóneos para asumir dicha 
labor. Máxime, conforme a la idea de una economía (social) de mercado, el Estado 
no ha de intervenir activamente en el mercado, mediando la figura de las empresas 
estatales, sino que ha de garantizar el «pluralismo económico». Vemos, entonces, 
que la procura de toda la actividad prestacional estatal, requiere que el Estado 
suscriba contrataciones con los particulares, con aquellas empresas que tienen la 
calidad de proveedores. Por consiguiente, se patentizan relaciones jurídicas 
(contractuales), entre el Estado y los proveedores (empresas) incidiendo en un 
plano mutuo de derechos y obligaciones, entre las partes contratantes.  
Aparecen así los denominados «Contratos de la Administración Pública», 
constituyendo el acuerdo entre el Estado y los particulares, dirigido a crear, regular, 
modificar o extinguir una relación jurídica patrimonial, cuya naturaleza es pública, 
es por ello que las desavenencias que puedan existir entre las partes se somete a 
los fueros jurisdiccionales de la especialidad contenciosa- administrativa. Régimen 
contractual que de cuño se aleja del esquema tradicional contractual privado, para 
insertarse en todo un entrampamiento complejo de regulaciones, procedimientos y 
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mecanismos legales, que pretenden insertarse en los principios basicos del Estado 
de Derecho. La contratación en el seno de la administración pública, ora con otra 
entidad estatal o con los particulares, viene a constituir todo un ámbito normativo 
de regulación, dirigido a fijar las pautas y las condiciones que deben regir dicha 
vinculación jurídica. 
En los delitos de “cohecho” se produce una particularidad en la tipificación 
penal, lo que distingue de los delitos de concusión y de peculado, pues no sólo se 
articula una respuesta sancionadora con respecto al intraneus, sino que el 
particular (extraneus) es también objeto de valoración de forma específica, sin 
apelar a las instituciones de la participación delictiva. Estamos ante una conducta 
que requiere necesariamente la intervención de dos partes de dos sujetos, cuya 
contribución fáctica hace posible la configuración del cohecho, donde el particular 
no es una víctima inocente, como sucede en el delito de estafa o en la concusión, 
sino que se trata de un individuo, que de forma libre y consciente, pacta con un 
funcionario de forma ilícita, entregándole a cambio un precio.  
Es así, que se avizora un delito plurisubjetivo, un delito de participación 
necesaria, donde el injusto penal no puede ser explicado de forma unilateral, sino 
que requiere de la suma de ambas contribuciones; donde ambos sujetos tiene la 
posibilidad de afectar el bien jurídico tutelado, pero en diversa magnitud. Se trata 
de figuras de acción bilateral; pero en las cuales la ley suele distinguir una 
gravedad mayor en la acción de uno de los dos codelincuentes. Como señala 
Muñoz Conde, la concepción bilateral del cohecho concibe este delito como una 
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especie de conspiración entre el funcionario y el particular que se conciertan en la 
ejecución de un hecho relativo al cargo del funcionario y deciden ejecutarlo30. 
Según la estructura de los delitos plurisubjetivos, la actuación de cada uno de los 
protagonistas es per se punible, pues la aportación dolosa de cada uno, importa la 
lesión al interés jurídico –penalmente tutelado. 
Al respecto existen diversas tipologías. Primero, puede ser perfilado desde el 
papel que asume cada sujeto en la negociación ilícita, dando lugar a una actuación 
bilateral entre ambos, en términos contractuales, prestaciones recíprocas, 
constituyen dos conductas íntimamente ligadas; pero que por motivos de política 
criminal se encuentran disgregadas en tipos legales diversos: 
a) Pasivo.- Cuando el funcionario o servidor público es quien acepta o 
recibe donativo, promesa o cualquier tipo de ventaja o beneficio, para 
realizar un acto en violación de sus obligaciones o el que las acepta a 
consecuencia de haber faltado a ellas o, para realizar un acto propio de 
su cargo. Si bien el delito de cohecho es un injusto de participación 
necesaria, donde ambos sujetos deberían ser penalizados conforme la 
misma construcción típica, el legislador consideró necesario formular 
tipificaciones penales independientes, considerando que cada uno de 
ellos vulnera el bien jurídico desde un plano distinto a saber.  
b) Activo.- Cuando es el particular (extraneus)  quien ofrece, da o promete 
a un funcionario o servidor público, donativo, promesa, ventaja o 
                                                 
30 MUÑOZ CONDE, F.; Derecho Penal. Parte Especial, cit., P 1004; BUSTOS RAMÍREZ, J.; Manual de 
Derecho Penal, Parte Especial, cit., p. 447.  
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beneficio para que realice u omita actos en violación de sus obligaciones 
o, realice u omita actos propios del cargo o empleo, sin faltar a sus 
obligaciones. Cuando el particular, bajo cualquier modalidad, ofrezca, 
otorgue o prometa, directa o indirectamente a un funcionario o servidor 
público de otro Estado o funcionario de organismo internacional público 
donativo, promesa, ventaja o beneficio indebido, toma lugar el llamado 
“cohecho activo transnacional”, regulado en el artículo 397º - A, del CP. 
2.6. DELITO PECULADO  
Según el artículo 387 de nuestro Código Penal: “El funcionario o servidor 
público que se apropia o utiliza, en cualquier forma, para sí o para otro, caudales o 
efectos cuya percepción, administración o custodia le estén confiados por razón de 
su cargo, será reprimido con pena privativa de la libertar no menor de dos ni mayor 
de ocho años. 
Si el agente, por culpa, da ocasión a que se efectúe por otra persona la 
sustracción de caudales o efectos será reprimido con pena privativa de libertad no 
mayor de dos años o con prestación de servicios comunitarios de veinte a cuarenta 
jornadas. Constituye circunstancia agravante si los caudales o efectos estuvieran 
destinados a fines asistenciales o a programas de apoyo social. En estos casos, la 
pena privativa de libertad será no menor de tres ni mayor de cinco años”. 
Conforme la estructura normativa del artículo 387º del CP, la calidad de autor 
sólo puede tenerla el funcionario o servidor público, constituye un delito especial 
propio, característico de los injustos funcionariales, cerrando el círculo de sujeto 
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activo a aquellos que en razón de la actuación funcional, se apropia o utiliza 
caudales o efectos, cuya administración, percepción o administración le estén 
confiados en mérito al cargo. No es suficiente que se identifiquen a un sujeto que 
ostente la investidura funcional, pues debe verificarse que la conducta típica haya 
tomado lugar «por razón de su cargo». Si el agente sólo detenta la condición de 
servidor público y así ingresa a la oficina de otro empleado público y sustrae todo 
el sistema de cómputo, no será autor del delito de peculado sino de Hurto simple, 
al no ser custodio del objeto material del delito. Sujeto activo es así titular de una 
confianza que lo obliga a actuar de un modo regular respecto a los caudales y 
efectos que percibe, administra o custodia.  
El sujeto pasivo es el Estado como titular y dueño del patrimonio que 
administran custodian o perciben los funcionarios y servidores públicos, en razón 
del cargo funcional; y de forma mediata los comunitarios como naturaleza 
destinatarios de los fondos públicos que son apropiados indebidamente por la 
intraneus.  
Sobre el objeto material del delito, se enumera en la descripción típica –como 
objeto material, a «caudales y efectos», sustrato material, cuya definición 
conceptual debe ir concatenada con los verbos típicos empleados en el tipo penal, 
esto es, «apropiar y utilizar», en el sentido de que dichos objetos sean susceptibles 
de aprehensión y de desplazamiento de un lugar a otro, entendiendo que la 
configuración del delito de Peculado supone la sustraer el bien de la esfera de 











CASOS DE CORRUPCIÓN DE MAYOR TRASCENDENCIA 
COMETIDOS POR FUNCIONARIOS EN EJERCICIO 
DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 
 
1. CONTEXTO DE LA CORRUPCIÓN DE FUNCIONARIOS 
PÚBLICOS PROVENIENTES DE ELECCIÓN POPULAR  
La Contraloría General de la República, por medio del titular de esta 
institución Fuad Khoury informó que casi 500 millones de nuevos soles en pérdida 
de los gobiernos regionales y locales en todo el país. El contralor detalló, por 
ejemplo, que en la región Cajamarca los peritos de su institución encontraron un 
perjuicio económico de S/. 140 millones en contratos que favorecieron a una sola 
empresa. Algo similar ocurrió en Áncash, donde se detectaron pérdidas por S/. 116 
millones.  
Mientras que en el caso de Tumbes, según Khoury, se detectaron S/. 64 
millones de pérdidas. Del mismo modo, en la región Loreto hubo pérdidas por S/. 
60 millones, y en la región Ayacucho S/. 19 millones de soles despilfarrados. En el 
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caso de Chiclayo, durante la gestión del alcalde Roberto Torres, se detectó un 
desvió de casi, S/. 80 millones. El contralor insistió en que la labor de su institución 
se ve limitada por la falta de prerrogativas, como el levantamiento del secreto 
bancario o poder revisar las cuentas. Ante ello alertó que al momento existen 4 mil 
funcionarios que realizan labor de control en estos gobiernos que se encuentran en 
las planillas de la Contraloría, a diferencia de lo que ocurría antes cuando 
cobraban en las entidades a las que intervenían. 
En ese contexto existe una creciente conciencia sobre cómo la corrupción 
mina la democracia, no solo en el pleno económico sino como fuente de 
destrucción de las instituciones y de pérdida  de fe en la justicia. Según la última 
encuesta de GFK, un 57% de los peruanos declara sentirse decepcionado por la 
situación legal de los últimos tres ex presidentes: Alberto Fujimori en la cárcel por 
corrupción y delitos de lesa humanidad, y Alejandro Toledo y Alan García 
enfrentando serias denuncias por corrupción. Es igualmente elocuente que las 
reacciones más extendidas entre los ciudadanos sean vergüenza, rechazo y 
enfado frente a la forma de cómo se desarrollan la gestión pública en los gobiernos 
regionales. 
Tan grave como la corrupción es la trama de complicidades que permite la 
impunidad, y la ausencia de medidas de control para enfrentar esta plaga. Existen 
mecanismos que los corruptos en los gobiernos regionales para utilizar y utilizan 
para burlar la justicia, en muchos casos contando con la complicidad de 
funcionarios del Poder Judicial. En una entrevista realizada por Rosa María 
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Palacios al procurador anticorrupción Julio Arbizú, recientemente publicada en la 
que expone claramente este panorama. Los corruptos que han fugado al extranjero 
recurren en unos casos a aprovechar que algunos países no extraditan a sus 
nacionales; recurren entonces a la maniobra de hacerse nacionales de los países 
donde están refugiados.  
Es el caso de las hermanas de Alberto Fujimori y su cuñado Víctor Aritomi, 
refugiados en el Japón. Corruptos radicados en Chile han aprovechado la figura 
legal de la imposibilidad de la existencia de la doble incriminación: el delito de 
peculado en Chile considera a los funcionarios del Estado pero no alcanza a los 
particulares, como sí sucede en el Perú, y esta diferencia entre la legislación de 
ambos países los salva de la extradición.  
El medio más socorrido para lograr la impunidad es conseguir la prescripción 
de los delitos por los cuales los corruptos están acusados. Es la estrategia que 
siguió Alan García, con la ayuda de Vladimiro Montesinos, para no responder por 
los delitos cometidos durante su primer gobierno de los que se le acusaba. Parte 
de la prescripción salva a los corruptos de pagar por los delitos que han cometido, 
esta tiene el efecto pernicioso adicional de “blanquear” la plata mal habida. De esta 
manera, pueden retornar y utilizar ese dinero como si fuera procedente de una 
fuente legítima, con todos los efectos disolventes que este hecho tiene para la 
sociedad.  
El procurador Arbizú señala que existe un mecanismo para impedir que los 
corruptos se acojan a la prescripción y es demandar a las salas encargadas de su 
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juzgamiento para que, en el caso de ser contumaces, se les suspenda el plazo de 
prescripción. El pequeño detalle es que hay que pedirlo y si los encargados de 
hacerlo no lo hacen, sea por negligencia o por arreglos corruptos, los plazos corren 
y los corruptos pueden acogerse a la prescripción. Adicionalmente, la declaración 
de contumacia tiene que ser renovada periódicamente, y si esto no se cumple los 
corruptos tienen, otra vez, la oportunidad de salvarse: buenas oportunidades para 
mover los contactos corruptos en el Poder Judicial.  
Arbizú señaló que una de las primeras cosas que hizo al hacerse cargo de la 
procuraduría anticorrupción fue actualizar los pedidos en torno a estas cuestiones 
claves. Se entiende pues por qué los parlamentarios apristas y fujimoristas 
estuvieron tan interesados en destituirlo. En este caso, lo ideal sería contar con 
funcionarios que miren hacia otra parte mientras los plazos corren. Asimismo, 
subrayó la necesidad de impulsar el debate sobre la imprescriptibilidad de los 
delitos de corrupción. Esto es fundamental. Nada justifica que el robo del dinero de 
todos los peruanos merezca el perdón, borrón y cuenta nueva, para que los 
corruptos vuelvan al país a disfrutar impunemente del botín mal habido, o a ocupar 
altos cargos políticos, como ya ha sucedido.  
No hay nada que esperar del parlamento sobre este tema, tan penetrado 
como está por los representantes de la corrupción, y por corruptos como los que se 
descubren frecuentemente. Solo la movilización ciudadana podría liquidar esta 
fuente de desmoralización que impide construir una democracia verdaderamente 
sólida. Es necesario hacer campaña por la limpieza de nuestras instituciones.                    
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2. CASOS CONTROVETIDOS DE CORRUPCIÓN DE 
FUNCIONARIOS PROVENIENTES DE ELECCIÓN POPULAR 
2.1.  CASO GOBIERNO DE OLLANTA HUMALA: LA “GRAN 
TRANSFORMACIÓN” CONVERTIDA EN EPISODIOS DE LA 
CORRUPCIÓN  
El lema de la campaña electoral, “Honestidad para hacer la diferencia”, que 
enarboló Ollanta Humala para conquistar Palacio de Gobierno, también, se fue al 
tacho. Congresistas, ministros, financistas, amigos, hermanos y demás familia han 
cumplido cabalmente con la otra “hoja de ruta”: de la corrupción. El pistoletazo de 
salida fue el 4 de julio del 2011, en plena etapa de transición, cuando el hermano 
del presidente del República, Alexis Humala, se reunió con autoridades rusas en 
Moscú. En aquella oportunidad Ollanta abogó a favor de su hermano alegando que 
había cometido una “reclutada” (metida de pata de principiante). Más de un año 
después se descubrió que inocentes fueron aquellos que creyeron al presidente. 
Krazny del Perú, compañía de la cual era accionista el hermano menor de los 
Humala, había firmado contratos con el Estado por 150 mil soles entre el 2011 y el 
2012. La Comisión de Fiscalización del Congreso abrió una investigación al 
hermano del mandatario por el viaje hacia y los arreglos con Krazny. El informe 
todavía sigue sepultado en el Parlamento.  
El 5 agosto del 2011 Humala nombró a Eduardo Roy Gates como su 
consejero presidencial en asuntos jurídicos. Roy Gates era hombre de confianza 
en la casa dado que había defendido al líder nacionalista en el caso Madre Mía. A 
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ello se sumaba que el abogado tenía en su agenda de clientes a Rómulo León, 
César Cataño y a la familia Sánchez Paredes.  
El 21 de setiembre de ese año tres niños del caserío de Redondo, distrito de 
Cachachi, Cajamarca, murieron envenenados por consumir alimentos del 
desaparecido Programa Nacional de Asistencia Alimentaría. El dramático suceso 
cobró ribetes grotescos al día siguiente cuando, en Lima, la Ministra de la Mujer, 
Aída García Naranjo, se mandaba un baile con José Luís “Puma” Carranza al ritmo 
del “paso de la malagua” mientras en Cajamarca las familias velaban a sus hijos.  
El bailecito de marras quedó opacado por el escándalo que generó saber que 
Ollanta Humala había llevado al Congreso a un “destacado empresario” de la 
minería ilegal, negocio que durante años ha arrasado con la selva de Madre de 
Dios. Amado Romero, bautizado como “comeoro”, era, además, integrante de la 
Comisión de Energía y Minas. Para fin de año, al congresista “comeoro” se sumó 
la parlamentaria “roba cable”, la oficialista Celia Anicama, que en su tierra natal, 
Ica, se dedicaba al negocio del pirateo de la televisión por cable.  
En la primera semana de octubre del 2011, mientras miles de limeños oraban 
al Cristo de los Temblores, el segundo vicepresidente Omar Chehade y su 
hermano Miguel invitaron a una cena a los altos mandos de la Policía al 
restaurante  Las Brujas de Cachiche. En la tertulia de la sobremesa los anfitriones 
y sus invitados trataron sin tapujos los detalles de cómo se debía efectuar el 
desalojo de los trabajadores de la azucarera Andahuasi para otorgarles el control 
de la empresa  los Wong. No contaron los hermanos Chehade con el descontento 
 63 
del general PNP Guillermo Arteta presente en la reunión quien, posteriormente, 
denunció el plan y de paso arruinó la carrera política de Chehade. Acorralado por  
la oposición y un tuit demoledor de la primera dama (“¿Tan difícil es caminar 
derecho?”). Omar Chehade renunció a la segunda vicepresidencia. Su hermano 
Miguel fue condenado a cuatro años de prisión.  
Antes del 31 de diciembre ya todos sabíamos que el partido que había hecho 
de la “honestidad” su reclamo electoral había consignado 15 aportantes falsos en 
las cuentas de los gastos de campaña entregadas a la ONPE. Tres años después 
el asunto aún está por aclararse. El año 2012 arrancó con otra noticia familiar: los 
privilegios de Antauro Humala en el penal Virgen de la Merced de Chorrillos, 
acondicionado exclusivamente para él. El hermano del gobernante tenía 
computadora, televisión por cable y un iPhone.  
En febrero del 2012 los medios de comunicación revelaron que la compañía 
de publicidad Imágenes y Comunicaciones Perú S.A.C., de Juan Caros Rivera 
Idrogo, amigo cercano de la pareja presidencial, financista de la campaña electoral 
y socio de Martín Belaunde Lossio, había ganado una millonaria licitación con el 
Banco de la Nación por S/. 7’887,834. Y en marzo el congresista oficialista Wilder 
Ruiz, fue acusado de mentir en su hoja de vida al presentarse como licenciado en 
Economía sin serlo. Sólo un mes después, en mayo, una publicación destapó que 
el ministro de Defensa y congresista nacionalista José Urquizo también había 
inflado su hoja de vida consignando una maestría “obtenida” cuando tenía apenas 
17 años. El mes terminó con la anulación de la compra de equipos antimotines por 
 64 
14.5 millones de soles a la empresa Trae North Tactical, vinculada a la familia Díaz 
Costa. La compañía tenía antecedentes por pago de sobornos al Ejército.  
Todavía andábamos un tanto despistados tras las vacaciones del 28 de julio 
cuando en la primera semana de agosto descubrimos que la empresa Apoyo Total, 
aquella que había contratado en el 2008 a Nadine Heredia por US$ 5.555 
mensuales por asesorías de marketing, había sido beneficiada con licitaciones por 
S/. 12’ 967.416. Por esas mismas fechas el viceministro de Defensa Lisandro 
Maycok fue sustituido tras haber sido pescado en una reunión, en un conocido 
hotel, con representantes de la compañía surcoreana KAI. Los asiáticos trataban 
de vender una flota de aeronaves de entrenamientos por 200 millones de dólares. 
A falta de una empresa de chupones al estilo Bussines Track, nos quedamos con 
las ganas de saber los detalles de aquel encuentro. El 9 de diciembre se cerró el 
telón del 2012 con la salida del ministro de Trabajo José Villena por agredir a una 
trabajadora de la aerolínea Lan Perú. El 2013 se inauguró con la publicación de los 
contratos de Corporación Helios con el Estado, compañía del ex ministro de 
Vivienda y exprimer ministro René Cornejo.  
Tras un breve receso sin mayores sobresaltos, a mediados de año, este 
seminario reveló que Palacio de Gobierno había inflado considerablemente la 
planilla de trabajadores. De los 200 en promedio que habían laborado en 
administraciones anteriores, la de Humala pasó a 303 trabajadores. Pero fue el 14 
de julio cuando un audio sacudió realmente la casa de Pizarro. En la grabación se 
escuchaba al ministro de Defensa, Pedro Cateriano, comentar que Nadine Heredia 
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le había dado “Luz verde” para realizar compras a través del Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo.  
En realidad el famoso audio sólo fue la confirmación de la que ya era `público 
y notorio: que la esposa del presidente tenía la última palabra a la hora de decidir 
sobre políticas de Estado, elegir ministros y opacar congresistas que no rindieran 
la pleitesía elegida. De hecho ya sabíamos que la primera dama contaba en 
Palacio de Gobierno con despacho propio, con una corte de funcionarios a su 
disposición agrupados en el rubro “Dirección General de Bienestar y Acción Social” 
y con un presupuesto que, hasta hoy, seguimos sin saber exactamente en qué se 
gasta. En todo caso, a mediados del 2012 ya todos teníamos claro que Nadine 
Heredia era capaz de generar más noticias que el despacho de la presidencia.  
En setiembre el entonces presidente del Congreso Fredy Otárola adquirió una 
casa de tres pisos en Surco valorizada en 400 mil dólares, una inversión que no 
tenía sustento en las declaraciones juradas del oficialista. En noviembre de 2012 
se destapó el ilegal resguardo policial en la casa del exoperador montesinista 
Óscar López Meneses. El escándalo, que involucra tanto a militares como a 
policías, le ha servido a la oposición para meterse en Palacio de Gobierno por la 
puerta de atrás. Y si bien es cierto que la comisión de investigación liderada por 
Fuerza Popular ha sido un fiasco, también lo es que el presidente prefirió el 
silencio de la camaradería antes que la contundencia de un deslinde que despejara 
toda duda.  
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En diciembre el presidente regional del Cusco, el nacionalista Jorge Acurio, 
fue condenado a cuatro años de prisión y vacado por irregularidades en la 
construcción del coliseo de la provincia de Calca. Acurio desapareció de la escena 
política. El 2014 no ha sido el año del tigre ni del mono, sino de Martín Belaunde 
Lossio. El excajero de la pareja presidencial, acusado de formar parte de la cúpula 
de la red de corrupción de César Álvarez, ha generado más titulares que ningún 
otro escándalo de esta administración. Belaunde estuvo prófugo (ya capturado en 
Bolivia) de la justicia desde que se decretara su ingreso en prisión preventiva. Sin 
embargo, todo apunta a que los negocios que más preocupan al matrimonio 
Humala – Heredia no son los que su amigo tuvo en la región Áncash sino el papel 
que Belaunde tuvo en la celebración de contratos entre la empresa española 
“Antalsis” y los gobiernos regionales de Madre de Dios, Lambayeque y Junín. La 
filial peruana de esta empresa fue abierta por Rodrigo Arosemena, otro hombre 
vinculado a Palacio, en el 2011. Y aunque Arosemena se retiró a los pocos meses 
fue reemplazado por Juan Carlos Rivera Idrogo, otro amigo cercano de la pareja 
presidencial y uno de los financistas de la campaña de Gana Perú.  
Las declaraciones del expresidente regional de Madre de Dios, también 
prófugo de la justicia, quien, desde la clandestinidad, aseguraba que en más de 
una oportunidad se reunió con Ollanta Humala gracias a la intermediación de 
Belaunde Lossio. Durante aquella entrevista Aguirre Pastor aseguró que en una de 
aquellas reuniones del presidente le dijo: “Los temas de las obras los hablas con 
Martín (Belaunde)”. Cierra este círculo Roxana Altuna, la asesora principal de 
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Nadine Heredia y madre de uno de los hijos de Martín Belaunde, quien renunció a 
su cargo y desapareció de la escena pública después de que estallara el caso 
“Antalsis”. El Cuarto Despacho de la Primera Fiscalía Supraprovincial 
Anticorrupción abrió una investigación.  
A modo de aderezo, el 2014 también dejó otros titulares infecciosos. Por 
ejemplo, el polémico aumento de sueldo a los ministros: de S/. 15.600 a S/. 30.000 
El nombramiento del ministro de Energía y Minas, Eleodoro Mayorga, proveniente 
del estudio Laub & Quijandría, quien, nada más ser nombrado, avaló la prórroga 
del contrato con la empresa Interoil una de sus clientas en el estudio de abogados, 
de los lotes 3 y 4 en Talara. Esto pese a que el Perú había ganado un arbitraje 
internacional contra la misma empresa. Por esas mismas fechas la congresista 
nacionalista Cenaida Uribe fue acusada de presionar al director del colegio 
emblemático Alfonso Ugarte, Lisandro Quispe, para que la institución educativa le 
renovara un contrato a su pareja, propietario de la empresa Punto Visual. El asunto 
tenía que ver con los paneles publicitarios que la institución toleraba en sus 
instalaciones. En mayo, el ojo de la tormenta volvió a Palacio; el suboficial del 
Ejército Amílcar Gómez Amasifuén, acusado de comprar testigos en el caso Madre 
Mía, había sido contratado como encargado de las acciones cívicas en el 
Despacho Presidencial. Favor con favor se paga.  
El 6 de junio de 2014 se reveló en exclusiva que los mineros ilegales habían 
financiado la campaña electoral de Ollanta Humala con 49.200 dólares. Los 
propios mineros entregaron un documento con la firma de Daniel Abugattás donde 
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aparecía la relación de donantes y el monto total. El documento vino acompañado 
de un audio en el que se escuchaba al congresista hablar sobre el mentado aporte. 
El 5 de agosto el grupo de hackers Anonymous Perú y Lulz Security Perú filtraron 
6.482 correos electrónicos del exprimer ministro René Cornejo. En uno de ellos la 
lobista Cecilia Blume le pedía al entonces todopoderoso ministro de Economía y 
Finanzas, Luís Miguel Castilla, ampliar la temporada de pesca. Blume, directora de 
la pesquera Exalmar y socia de Carolina Castilla Rubio, hermana del titular del 
MEF, se salió con la suya. La filtración también dejo al aire que Blume tenía 
conexión directa con el ministro de Agricultor, Milton Von Hesse. En los correos a 
este ministro la conocida cabilderia pedía que la Autoridad Nacional del Agua, 
dependiente del Ministerio de Agricultura, emitiese una opinión técnica favorable 
para sus representadas Exalmar y Fénix Power. Blume convirtió otro gol para sus 
intereses.  
2.2. CASO FAMILIA FUJIMORI 
2.2.1.  KEIKO FUJIMORI: EL RASTRO DEL “DINERO NEGRO” DE 
LAS CAMPAÑAS ELECTORALES  
El partido fujimorista Fuerza Popular se equivocó, se creía que se había 
zafado de un problema al devolver el dinero que aportó un acusado de narcotráfico 
a la campaña presidencial de Keiko Fujimori. La Fiscalía de Lavado de Activos y la 
Procuraría Antidrogas señalan que sigue abierta la investigación de los fondos que 
entregó el empresario peruano –español Luis Calle Quirós. También las 
autoridades de Estados Unidos y de España mantienen en giro los casos que 
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involucran a Luis Calle Quirós, cuyo  hermano, Juan José Calle, formó parte del 
equipo de campaña de Keiko Fujimori en 2011. El 29 de octubre de 2013, el 
Departamento del Tesoro estadounidense señaló a Luís Calle Quirós como 
“cabecilla internacional del narcotráfico”, y lo involucró como una pieza importante 
de una organización que se dedicaba a lavar dinero cuyo origen era el contrabando 
de drogas a escala mundial.  
Al descubrir que Luís Calle Quirós había aportado 41 mil 625 soles a la 
campaña presidencial de Keiko Fujimori, el 30 de octubre de 2013, el secretario 
general de Fuerza Popular, Jaime Yoshiyama, informó que había expedido un 
cheque a nombre de Calle retribuyéndole su dinero. Con este acto simbólico, el 
fujimorismo intentó desvincularse del “dinero negro” del empresario sindicado 
como lavador de fondos del narcotráfico. Sin embargo, fuentes de la Fiscalía de 
Lavado de Activos, de la Dirección Antidrogas (Dirandro) y de la Procuraduría 
Antidrogas, confirmaron que el caso del aporte de Luís Calle sigue en curso.  
Fiscalía de Lavado de Activos, cuando el Departamento de Estado difundió 
que Luís Calle Quirós había sido incluido en la “lista negra” de los “capos 
internacionales del narcotráfico”, el 29 de octubre de 2013, el peruano –español ya 
estaba bajo investigación en España al menos desde 2012. En efecto, la Unidad 
de Drogas y Crimen Organizado (UDYCO) de la Dirección General de la Policía de 
España, durante un operativo para desarticular una organización criminal 
internacional dedicada a la evasión fiscal y el blanqueo de capitales, detectó a Luís 
Calle Quirós y a su esposa María Paloma Rodríguez Badillo, antes que el 
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Departamento del Tesoro norteamericano los señalara como lavadores de dinero 
del narcotráfico. Fue cuando la policía española investigaba a Gao Ping, un 
ciudadano chino radicado en Madrid, acusado de montar una red de blanqueo de 
dinero.  
A partir de estas pesquisas, la policía española llegó hasta la red hebrea 
liderada a nivel internacional por el belga François Leiser y a nivel nacional por el 
español Isaac Cohen. La llamada “Red Hebrea” tenía como modalidad captar dos 
tipos de empresarios para llevar a cabo el blanqueo de capital: los donantes y los 
receptores. La función de los donantes era proporcionar dinero en efectivo a la 
organización criminal. Este dinero era entregado a los receptores, quienes 
devolvían la misma suma a través de transferencias en el extranjero. De esta 
manera, tanto los donantes como los receptores evadían los controles de la 
Hacienda Pública española. 
En la investigación, la UDYCO identificó a Luís Calle como uno de los 
donantes más “influyentes” de la organización criminal por las grandes cantidades 
de dinero en efectivo que ofrecía a la organización. El dinero era entregado a 
Vicente Gregorio Abelló, uno de los intermediarios de la “Red Hebrea”, y sobrino 
del español Juan Abelló, dueño de una de las mayores fortunas de España. Según 
consta en el informe de la UDYCO, Luís Calle Quirós ofreció más de 3 millones de 
euros a Gregorio Abelló en seis meses, aunque solo quedó registrada la entrega 
de más de un millón de euros, monto de dinero que era entregado por el propio 
Calle Quirós, su esposa Rodríguez Badillo o su secretaria Pilar Ramallo.  
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Los teléfonos de Abelló fueron intervenidos por las autoridades antidrogas. 
De este modo pudieron detectarse las transacciones con Luís Calle. La primera 
transacción registrada por la UDYCO se realizó en abril de 2012. En esta ocasión, 
Calle llamó a Gregorio Abelló para ofrecerle 500 mil euros en efectivo, que luego 
irían a parar a manos del empresario Enrique Ortega Cedrón, quien necesitaría el 
dinero en efectivo en España. Después de las coordinaciones entre Luís Calle y 
Gregorio Abelló, Paloma Rodríguez entregó los 500 mil euros a Gregorio Abelló el 
lunes 16 de abril.  La UDYCO además tiene las grabaciones de cuando Gregorio 
Abelló iba hasta las oficinas de Luís Calle Quirós para recibir el dinero en manos 
del propio Calle o de su secretaria Pilar.  
Los implicados solían usar un lenguaje encriptado. En vez de usar la palabra 
dinero o euros, ellos siempre hablan de “camisetas”, “fincas”, “parcelas”, 
“hectáreas” o “botellas de vino”. Luís Calle Quirós prefiere no dar entrevistas a los 
medios de comunicación. Lo cierto es que la investigación que involucra a Luís 
Calle Quirós, tanto en España como en Estados Unidos siguen abiertas. En el 
Perú, de acuerdo con las autoridades consultadas, también. En este caso, el 
objetivo es identificar el origen del dinero que Calle aportó a la campaña 
presidencial de Keiko Fujimori. De hecho, la Dirección de Investigación de Lavado 
de Activos ya emitió un primer informe a la Primera Fiscalía Superior Especializada 
en Lavado de Activos y Pérdida de Dominio. En el documento se indican presuntas 
conexiones de Calle con personajes procesados o acusados de lavado de activos.  
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El siguiente paso será la citación, para declarar, a las personas relacionadas 
en el Perú con Luís Calle Quirós, sus empresas y sus representantes legales. Las 
autoridades no han descartado la cooperación judicial de Estados Unidos para que 
provea información en las que se ha sustentando para considerar a Luís Calle 
como cabecilla de una organización internacional dedicada al lavado de activos 
procedentes del  narcotráfico. Fuentes del Ministerio Público recordaron que 
cuando el empresario Fernando Cevallos Gonzáles “fue incluido en la Lista negra” 
del Departamento del Tesoro estadounidense, las autoridades judiciales del Perú 
solicitaron información a Washington. La respuesta fue favorable. Se procederá de 
igual manera en el caso de Luís Calle. 
2.2.2. CASO DE LA EMPRESA DE SOCIOS DE KENJI FUJIMORI  
Agentes de la inteligencia de la División Aeroportuaria de la Policía 
Antidrogas incursionaron en los almacenes de la compañía Logística Integral María 
Andina (Limasa), en el Callao, y encontraron 100 kilos de cocaína pura en un 
contenedor que iba a salir con destino a México. El operativo se cumplió el lunes 
11 de marzo de 2012. La droga estaba camuflada dentro de las estructuras 
metálicas cilíndricas de seis hornos para pollos a la brasa.  
En el 2009, Kenji Fujimori Higuchi, junto a un grupo de amigos, funda la 
compañía Limasa. Aquella vez en ahora congresista se adjudicó 10 mil acciones. 
El 27 de junio del 2011, Kenji Fujimori renunció a la empresa y vendió sus acciones 
a Miguel Ramírez Huamán, su amigo y ex socio. Coincidentemente, en ese 
momento, ambos eran candidatos al Congreso por Fuerza 2011 y no habían 
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consignado la propiedad en su declaración jurada. Ramírez pagó a Fujimori 186 
mil soles, ocho veces más del precio original de las acciones. Miguel Ramírez, a 
pesar de una importante inversión en la pasada campaña, no salió elegido pero 
continúa como accionista de Limasa.  
Para la Fiscalía Antidrogas del Callao es sospechoso que los directivos de la 
firma Limasa empezaran con un capital de 40 mil soles y en un año y cinco meses 
lo aumentaron a un millón de soles, entre los años 2009 y 2010. La investigación 
fiscal determinará el origen de ese importante incremento de capital, de allí que 
han sido citados los directivos. De acuerdo con fuentes de la policía antinarcóticos, 
los agentes detectaron que se preparaba un importante envió de cocaína por vía 
marítima con dirección a México y que el alijo se encontraba oculto en una 
supuesta exportación hornos para pollos a la brasa.  
Con la Contribución de funcionarios y empleados de Aduanas, la policía 
antidroga pudo revisar los expedientes de exportación marítima y así consiguió 
detectar un sospechoso embarque de hornos, que no suele ser un rubro de las 
empresas peruanas. Según Registros Públicos, los propietarios de Global Strategy 
& Service con tres mujeres: Jessica Sandoval Saavedra, de 34 años; Santos 
Asencio Agurto, de 76 años; y Ruby Sánchez Rodríguez, de 40 años. Ellas son de  
modesta condición, lo que indicaría, de acuerdo con fuentes policiales, que fueron 
usadas por los narcotraficantes.  
De acuerdo con la Fiscalía Antidrogas del Callao, los propietarios de Limasa 
son sometidos a investigación por la Dirección Antidrogas (DINANDRO) para 
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determinar si tienen vinculaciones con los narcotraficantes o recibieron alguna 
forma de compensación por resguardar el contenedor con 100 kilos de cocaína 
que se pretendía exportar a México. Todo indica que se trata de una organización 
internacional.  
2.3.  CASO ALEJANDRO TOLEDO: SU ESPOSA, SUEGRA, SU AMIGO 
MAIMAN Y EX SEGURIDAD DAN ON 
Por tercera vez, la fiscalía contra el lavado de activos denunció el caso 
Ecoteva ante el Poder Judicial. La denuncia fue presentada por la fiscal 
especializada Manuela Villar Ramirez ante el Juez Abel Concha del 16º Juzgado 
Penal de Lima. Los denunciados, por delito de lavado de activos en la modalidad 
agravada, son los mismos que la última vez: el ex presidente Alejandro Toledo, su 
esposa Elian Karp, su suegra Eva Fernenburg, Josef Maiman, el abogado David 
Eskenazi, el ex jefe de seguridad presidencial Abraham Dan On y su hijo Shain 
Dan On. Así, la principal novedad la constituye el hecho de que, por primera vez, la 
fiscalía considera que los fondos de Ecoteva provendrían de actos de corrupción 
durante el gobierno de Alejandro Toledo.  
El Poder Judicial ya había tomado conocimiento de este caso, en mayo del 
2014, con las reglas procesales antiguas. El juez Concha había hecho una serie de 
observaciones y planteado realizar diversas diligencias, lo que motiva esta 
denuncia ampliatoria. Junto con la denuncia, que constan de menos de 20 páginas, 
se entregaron 72 tomos de documentos. El personal de la fiscalía de lavado de 
activos y del juzgado penal está contabilizando y verificando cada una de las 
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páginas de los documentos recibidos. Al terminar este proceso, que podría concluir 
recién el lunes próximo, la denuncia habría ingresado oficialmente al juzgado.  
Como se recordará, en junio del 2014, el juez Abel Concha devolvió la 
denuncia de Parco al considerar que estaba incompleta para tomar una decisión, y 
le pidió al Ministerio Público ampliar las diligencias y precisar los cargos contra el 
ex presidente Toledo y su familia. Pero, desde esa fecha poco habría avanzado. 
En los nueve meses que el expediente permaneció en la fiscalía de lavado de 
activos solo se hizo la traducción oficial de una serie de documentos bancarios de 
la cooperación judicial Suiza y la declaración de los peritos que buscaron precisar 
el monto total del dinero que ingreso a las cuentas de Ecoteva. 
De acuerdo con las denuncias, Eva Fernenbug, con la activa colaboración de 
Alejandro Toledo y de su hija Eliane Karp, adquirió dos propiedades en Lima. 
Ubicada en calle Cascajal 709, urbanización Panedia, Surco, por 3’750.000 dólares 
y una oficina y tres estacionamientos, en la Torre Omega, en Surco, por 882,000 
dólares. La participación de Toledo y Karp en el manejo de los fondos de Ecoteva 
se establecería por el hecho de que con parte del dinero recibido en Costa Rica se 
cancelaron dos hipótecas: una por 217,007 dólares de una casa en Camacho 
ubicada en la calle Los Olivos 185-183, en la Molina y otra por 277,038.96 dólares 
de una casa de playa, en el balneario de Punta Sal, en Tumbes. Además, de la 
participación de Alejandro Toledo en la constitución de la empresa Ecoteva en 
Costa Rica, al acudir el 19 de enero del 2012, a las oficinas del notario Melvin 
Rudelman, en compañía de Dan On. Las contradicciones en las declaraciones de 
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Toledo, a la prensa y en la fiscalía, no son tomadas en cuenta por que están dentro 
de la esfera del derecho de defensa.  
Las compras y cancelación de las hipotecas se realizaron con un préstamo 
bancario por tres millones de dólares del Scotiabank, que se cancelaron con 
certificados de depósitos de la empresa Ecoteva Consulting Group, constituida en 
Costa Rica, el 23 de enero del 2012. Posteriormente se estableció que los fondos 
de Ecoteva provinieron de las empresas Milan Ecotech Consulting y Ecostate 
Consulting, también creadas en Costa Rica, en julio del 2011 y octubre del 2011, 
respectivamente. Los peritajes posteriores establecieron que por estas tres 
empresas pasaron un total de 9’445,549.87 dólares, cuyo origen inicial es incierto, 
para la fiscalía.  
Eva Fernenbug y Josef Maiman y la Cooperación Internacional Suiza han 
indicado que ese dinero provenía de cuentas en ese país de la empresa Confiado 
Internacional Corp, que pasaron por Panamá, hasta llegar a Costa Rica. Los 
fondos transferidos a Ecoteva estuvieron previamente bajo administración de 
Abraham Dan On en las Ecostate, Milan Ecotech y Shirlon Dash Consulting, y 
parte de los mismos concluyeron en Ecoteva. Maiman ha declarado que entregó 
este dinero para que Dan On lo invirtiera a su nombre, pero al no obtener resultado 
firmó un contrato para las inversiones inmobiliarias a través de Eva Fernenbug. 
Posteriormente, Maiman refirió que al quedar un faltante, el presidente Toledo le 
pidió un préstamo para cancelar sus hipotecas, a la que accedió pero sobre la cual 
la fiscalía mantiene dudas.  
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2.4 CASO ALAN GARCÍA Y LOS NARCOINDULTOS 
En esta parte solamente mencionaremos uno de los tantos actos de 
corrupción atribuidos a Alan García y su gobierno. Durante su último gobierno, el 
98% de los 5 mil 500 delincuentes que recibieron los beneficios de reducción de 
pena e indulto (2006-2011) y salieron de las cárceles durante la gestión de Miguel 
Facundo Chinguel y Manuel Huamán Montenegro, militantes del Partido Aprista 
Peruano (PAP) que laboraban en el Ministerio de Justicia. De acuerdo con la 
versión ofrecida por Facundo, desconocía que Huamán había cumplido condena 
por narcotráfico, y reconoció que cumplió funciones de “filtro” de  las peticiones de 
conmutación e indulto antes que las evaluara la Comisión de Gracias 
Presidenciales.  
Sobre la base de cifras oficiales el Ministerio de Justicia, se ha determinado 
que en el periodo que Facundo y Huamán trabajaron en la Comisión de Gracias 
Presidenciales, consiguieron 5.398 excarcelaciones entre 2008 y 2011, de la 
siguiente manera: 
 4.660 reducciones de pena para peruanos. 
 586 reducciones de pena para extranjeros.  
 56 indultos comunes. 
 96 indultos humanitarios. 
Esto significa que entre 2008 y 2011, en el tiempo que laboraron juntos 
Facundo y Huamán, el Ejecutivo aprista facilitó la libertad de un promedio de 5 
presidiarios por día. Según la misma estadística, de la totalidad de 5.398 
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excarcelaciones durante la administración de Facundo y Huamán, un total de 2.165 
(40.1%) se cumplieron durante la gestión de la ex ministra Rosario Fernández 
Figueroa (Ministra aprista), y 1.693 en el período del ex ministro aprista Aurelio 
Pastor Valdivieso (31,3%). Ambas administraciones suman 3.858 excarcelaciones 
de delincuentes, lo que representa el 71.4% de la totalidad que salieron libres en el 
tiempo que trabajaron Facundo y Huamán.  
Los ex ministros Rosario Fernández y Aurelio Pastor han negado la 
existencia de irregularidades en la concesión de conmutaciones de pena y de 
indultos, y afirman que el notable incremento de las gracias presidenciales 
obedece a un proceso de despoblamiento de las cárceles hacinadas. Miguel 
Facundo y Manuel Huamán se presentaron en Radioprogramas para defender la 
legitimidad y la transparencia de las conmutaciones e indultos y negaron haber 
favorecido a alguno de los presidiarios por razones políticas o económicas 
(Facundo y Huamán no respondieron a las peticiones de entrevista de este diario). 
El segundo confirmó que era una especie de “filtro” en la citada comisión.  
Coincidentemente, el tres de julio del 2012, el Ministerio de Justicia dispuso la 
reorganización de la Comisión de Gracias Presidenciales porque el recluso Coba 
Rodríguez reveló que pagó 800 soles a dos funcionarios que gestionaban en ese 
momento las Gracias Presidenciales. Al día siguiente del incidente, Manuel 
Huamán Montenegro, señalado en un informe preliminar de la Megacomisión como 
condenado por narcotráfico, renunció a la comisión. La versión que había ofrecido 
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Huamán sobre su salida es que dimitió para atender a un familiar enfermo, pero no 
mencionó que lo hizo después de la acusación del recluso Coba Rodríguez. 
A raíz de este hecho, el Ministerio de Justicia investiga, desde julio del 2012, 
las conmutaciones e indultos que aprobó la comisión que prescindió Miguel 
Facundo Chinguel, quien laboró con Manuel Huamán Montenegro. Es decir, mucho 
antes de que algunos medios de comunicación divulgaran los hallazgos y las 
conclusiones del informe preliminar de la Megacomisión. Ante los indicios de 
presunta responsabilidad de Facundo y Huamán, la dirigencia del Partido Aprista 
Peruano ha optado por separar a los supuestos responsables. El Comité Ejecutivo 
Nacional (CEN) del PAP resolvió suspender al ex presidente de la Comisión de 
Gracias Presidenciales, Miguel Facundo Chinguel.  
Pero no sucedió lo mismo con Manuel Huamán Montenegro. En el caso de 
Miguel Facundo Chinguel hemos decidido –y eso está plasmado en la resolución 
del CEN del partido –suspenderlo de sus derechos partidarios. En cuanto a Manuel 
Huamán Montenegro, su inscripción es nula porque evidentemente fue una 
inscripción aprovechadora, ya que lo hizo en las vísperas de las elecciones 
anteriores.  
Así, Manuel Huamán Montenegro, un cabecilla del narcotráfico, militante 
aprista, sentenciado a 8 años de prisión, fue “uno de los promotores y tramitadores 
de rebajas de condenas” de la comisión de indultos del gobierno de Alan García. 
(Óscar Castilla, “Condenado por narcotráfico integró comisión de indultos”, El 
Comercio, 10.4.13). Huamán “fue el operador legal del capo Herless Díaz”, según 
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el Comercio. La banda de Los Norteños se hizo famosa cuando en 1995 la Policía 
incautó en Piura el alijo de cocaína más grande jamás descubierto, tres toneladas 
y media que iban a ser exportadas a México, Jorge López Paredes y Herless Díaz, 
líderes de la banda, fueron condenados a cadena perpetua y 30 años, 
respectivamente. Después de salir de la cárcel, Huamán, con espíritu 
emprendedor, constituyó un estudio con otros abogados que también trabajan en 
la comisión de indultos, que estaba infestada de apristas31. Varios de los que 
obtuvieron su libertad por las gracias presidenciales de Alan García eran apristas. 
Y volvieron a las andadas32.  
Como bien ha anotado Claudia Cisneros, habría que decirles “que así como 
un ex terrorista no puede enseñar en un colegio o un es pedófilo en un nido, un ex 
narcotraficante ¡No puede asesorar a un gobierno sobre beneficios a narcos!”33 . 
Los apristas son expertos en mentir, tergiversar y desviar la atención. Pero esto los 
va a afectar, por más cabriolas y piruetas que realicen. El gobierno va a tratar de 
sacarle provecho al tema, sin duda. García es uno de los rivales más fuertes que 
tendría Nadhine Heredia el 2016. Pero que haya un interés político no implica que 
las denuncias sean falsas o  inconsistentes. En este contexto ¿podemos 
sorprendernos por lo ocurrido en el gobierno aprista con los indultos a 
narcotraficantes?  
                                                 
31 (Gerardo Caballero, “Casi la mitad de los facilitadotes de la otrora comisión de indultos eran 
apristas”. El Comercio, 11.4.13). 
32 María Elena Castillo, “4 reos que salieron de prisión y reincidieron son del APRA”. La 
República, 11.4.13). 
 
33 La República, “El APRA: desesperado control de daños”, 12.4.13. 
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2.5. CASO CONGRESISTA JOSÉ LEÓN DEL PARTIDO PERÚ POSIBLE 
Al congresista José León se demostró que visitó el 4 de julio del año 2014 la 
vivienda que alquiló al narcotraficante mexicano Rodrigo Torres. La vivienda está 
ubicada en el balneario de Huanchaco, en Trujillo. El informe publicado por la 
revista Caretas – con información de la Policía Antidrogas –precisa que el 
legislador de Perú posible estuvo en la vivienda de 6 p.m. a 7:30 p.m. y luego salio 
rumbo al hotel Libertador. Se demostró que habría efectuado varias visitas y 
conversaciones con el narcotraficante. 
La propiedad de León, ubicada en la calle La Rivera 340, fue alquilada al 
capo mexicano, conocido como “LIC”, desde hace varios meses. Según 
información policial, el sujeto sería uno de los dueños de las 7.5 toneladas de 
droga decomisada en un almacén de Huanchaco en agosto. Cuatro días después 
de la incautación, el jueves 28 de agosto, la vivienda fue allanada por la Policía. No 
obstante. “LIC” salió del país y se encuentra prófugo de la justicia desde entonces.  
Según el congresista, su esposa –quien figura como propietaria de la casa 
alquiló la propiedad a la ciudadana peruana Lucía Villavicencio Ruiz, pero –según 
informa Caretas –ella es la encargada de la limpieza. Se conoce que son más de 7 
toneladas de clorhidrato de cocaína halladas entre bloques de carbón en 
Huanchaco. Como parte de las investigaciones, la Policía Antidrogas allanó la 
noche del miércoles una lujosa casa en ese balneario de Trujillo. La sorpresa es 
que se trata de la vivienda del Congresista José León Rivera, vocero de la 
bandada de Perú Posible, del partido que lidera el ex presidente Alejandro Toledo.  
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Según información obtenida en la Superintendencia Nacional de los Registros 
Públicos (Sunarp), la casa antes pertenecido al importante dirigente aprista 
Hermes Cáceda Eliseo, fallecido en 1999.  En el mismo distrito de Huanchaco, 
policías antidrogas y el Ministerio Público también allanaron ayer un predio ubicado 
en el kilómetro 10 de la carretera hacia el balneario y muy cerca del inmueble 
donde fueron incautadas las más de siete toneladas de cocaína.  
2.6. CASO CÉSAR ALVAREZ: SAQUEO DEL GOBIERNO REGIONAL 
DE ÁNCASH 
Este caso es el más emblemático respecto al lavado de activos y corrupción 
entre los gobiernos regionales. La Fiscalía reabrió la investigación al expresidente 
del gobierno regional de Áncash César Álvarez y a 56 de sus colaboradores 
por lavado de activos, la cual estuvo 20 meses paralizada en el Ministerio Público. 
La mafia está integrada por funcionarios del Gobierno Regional de Áncash, entre 
ellos el exalcalde de Chimbote Luis Arroyo Rojas. La Procuraduría de Lavado de 
Activos sospecha que César Álvarez utilizó a 30 testaferros para comprar igual 
número de casas y vehículos con el propósito de ocultar el origen ilícito del dinero, 
y no descarta la existencia de más propiedades. 
El caso de César Álvarez estuvo a punto de perderse en olvido, luego de que 
dos fiscales provinciales se inclinaran por su archivamiento hasta en tres 
oportunidades en el 2012 y 2013. Ninguno de ellos realizó las diligencias 
pertinentes para identificar a plenitud la responsabilidad penal de los imputados. 
Sin embargo, la Segunda Fiscalía Superior de Lavado de Activos, a cargo de 
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Yanet Roller, declaró “fundado” un recurso de queja interpuesto el 11 de junio de 
2013 por la procuradora Julia Príncipe. La intervención de la Procuraduría de 
Lavado de Activos, según magistrados que conocen del caso de César Álvarez, 
fue decisiva en el giro experimentado en este caso. 
La red montada por el encarcelado expresidente regional César Álvarez pudo 
haberse librado de una rigurosa pesquisa. El accionar de los fiscales que optaron 
por el archivamiento ocasionó que el Consejo Nacional de la Magistratura (CNM) 
abra procesos disciplinarios en su contra. El primer archivamiento del caso César 
Álvarez ocurrió el 25 de mayo de 2012. La responsable de la decisión fue Silvia 
Paredes Goicochea, de la Tercera Fiscalía Provincial Penal de Huaraz. Los 
argumentos de Paredes se basaron en que no era posible realizar una pericia 
contable “por falta de peritos”. 
Fue entonces que Príncipe apeló la decisión y consiguió que una Fiscalía 
Superior de Áncash ordene la ejecución de los peritajes contables y el 
levantamiento del secreto bancario, bursátil y tributario de los implicados. Ocho 
meses después, el titular de la Tercera Fiscalía Provincial Corporativa de Huaraz, 
José Pagaza Guerra, señaló que no procedía formalizar ni continuar con la 
investigación preparatoria, y ordenó su segundo archivamiento. No existían 
elementos de convicción ni actos irregulares, a juicio de Pagaza Guerra. Dijo que 
las transferencias de propiedades de los demandados se realizaron fuera del 
periodo en que César Álvarez se mantuvo en el poder. 
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Pese a que la Fiscalía Superior exigió un nuevo pronunciamiento a pedido de 
Príncipe, el 30 de mayo de 2013 el fiscal provincial nuevamente se negó a 
investigar el caso César Álvarez. Durante ese periodo, los titulares del Ministerio 
Público fueron José Peláez Bardales y Carlos Ramos Heredia. 
La procuradora Julia Príncipe envió a ambos fiscales numerosos documentos 
que sustentaban la investigación contra César Álvarez por actos de incremento 
patrimonial oculto, pero no obtuvo respuesta. Príncipe denunció, en octubre de 
2014, una serie de irregularidades al interior del Ministerio Público y se sumó a 
quienes consideraron que Ramos Heredia debía ser expectorado de la institución. 
Ramos Heredia se negó entonces a responder a un oficio de urgencia remitido el 
15 de mayo de 2014 proveniente de la Procuraduría. Lo mismo sucedió con Peláez 
Bardales. 
El 10 de abril de 2014, Príncipe le recordó su promesa a Peláez, quien hizo 
un mea culpa frente a los ciudadanos ancashinos, admitiendo que su institución le 
había dado la espalda a la ciudad frente a los actos de corrupción de la red 
de César Álvarez. Hoy, 19 meses después, la queja de derecho de la Procuraduría 
-interpuesta el 11 de junio de 2013- es acogida por la Fiscalía. 
Si los altos ingresos económicos se reflejaran en desarrollo, Áncash sería un 
ejemplo por seguir en el Perú. Sin embargo, la corrupción, la malversación de 
fondos y la falta de fiscalización del Estado gestaron una grave crisis en la región. 
Desde el 2010, este departamento ubicado al norte del país tuvo un ingreso 
económico de S/.5.416 millones. Solo el gobierno regional ha manejado en los 
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últimos cinco años S/.1.422 millones, según cifras del Ministerio de Economía y 
Finanzas. Pese a la bonanza, hoy Áncash tiene a su presidente regional César 
Álvarez tras las rejas, a un vicepresidente regional con arresto domiciliario, a 
funcionarios regionales en la cárcel y otros prófugos, todos por denuncias de 
corrupción. Tiene también una deuda con empresas constructoras y proveedores 
que supera los S/.500 millones y 87 obras paralizadas e inconclusas en todo su 
territorio. 
El vicepresidente regional encargado, Juan Chuiz Villanueva, reconoce que 
para sobreponerse a la crisis que atraviesan se necesita de un crédito 
suplementario del Gobierno Central, pues el dinero con que se cuenta para 
inversiones llega solo a los S/.170 millones. Él abriga la esperanza de que, en el 
resto de su gestión provisional, se logre la inyección de dinero que le permita dejar 
la menor cantidad de deudas a las nuevas autoridades. El Ministerio Público 
estima que en Áncash las denuncias por corrupción de funcionarios e instituciones 
públicas superan las 1.200. Un 60% involucra al gobierno regional. 
A todo esto se añade el caso de las constructoras Odebrecht- Sucursal Perú y 
Odebrecht Perú Ingeniería y Construcción se beneficiaron, de manera indebida, 
durante la gestión de César Álvarez en el Gobierno Regional de Áncash, con 27,1 
millones de soles, en la “construcción de la carretera Callejón de Huaylas 
(Carhuaz) – Chacas- San Luís”. Así lo indica la denuncia que la procuraduría de la 
Contraloría General de la República presentó a la fiscalía para que se investigue a 
los responsables de este millonario desfalco al Estado.  
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La denuncia se sustenta en el informe especial Nº 706-2014. El pago en 
exceso se realizó a través de adelantos de material de obra, incluso antes de 
firmarse el contrato, ampliaciones del plazo de construcción, hasta el 12 de enero 
del 2015, y sobrevalorizaciones. Esta obra vial, una de las más emblemáticas de 
Álvarez y la que inició su rivalidad con el ex consejero Ezequiel Nolasco, se 
empezó a construir  el 22 de diciembre de 2010 con un presupuesto de 404 
millones 826 mil soles. Al terminar la obra, el 12 de setiembre de 2013, se había 
gastado 559 millones 322 mil 708 soles, lo que supuso un 38.16 por ciento 
adicional.  
Según la Contraloría, de ese pago adicional pudieron ahorrarse unos 27,1 
millones de soles, para utilizarse en favor del pueblo ancashino pero los 
funcionarios del Gobierno Regional de Áncash prefirieron entregarlo a Odebrecht. 
Aparentemente, para justificar estos pagos en exceso se amplió el plazo de 
construcción hasta el 14 de enero de 2015, pese a que la carretera terminó de 
construirse en setiembre de 2013.  
La Contraloría indica que Odebrecht recibió 155 millones como adelanto 
para material de obra e insumos, incluso antes de firmarse el contrato, lo que le 
supuso a la empresa un beneficio indebido de 10,2 millones de soles. Luego, se 
otorgaron ampliaciones de obra, por supuestas lluvias en fechas que no 
correspondían a la ejecución de determinados trabajos o que estos ya se habían 
realizado, lo que supuso reconocer mayores gastos por 5,2 millones de soles. 
Igualmente, se aprobaron trabajos adicionales a la obra, que no eran necesarios 
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para el proyecto reconociendo un mayor gasto de 11,6 millones de soles. Le 
reconocieron y pagaron a Odebrecht obras que no fueron ejecutadas, las que si 
bien luego se descontaron, le significaron un ahorro-beneficio de 168,349 soles. El 
informe de la contraloría señala responsabilidad en los funcionarios del gobierno 
regional, empezando por su presidente, César Álvarez Aguilar, y la empresa 
supervisora, el consorcio Huaylas, integrado por Motlima consultores y Consultores 
del Oriente. En tanto, correspondió a la fiscalía identificar a los responsables 
dentro de la empresa constructora Odebrecht y averiguar con qué motivo se 
realizaron esos pagos en exceso.  
2.7.  CASO WALDO RIOS: PRESIDENTE REGIONAL DE ANCASH  
ELEGIDO EL 2014 
La denuncia de que seis de los “generosos” benefactores de Waldo Ríos 
tenían grandes deudas, continúa trayéndole problemas al electo presidente del 
Gobierno Regional de Áncash. Ahora Víctor Jaimes, el excandidato a la 
presidencia regional de Áncash, denunció penalmente a Ríos por lavado de 
activos. “Nosotros no creemos, ni nos convence que estas personas han hecho un 
aporte voluntario. Lo que yo creo y estoy convencido es que hay un dinero negro 
que a través de estas personas quieren blanquearlo y creo que ahí tienen que 
intervenir las autoridades que ven lavado de activos”, declaró ante un medio de 
comunicación nacional. 
Su denuncia se basa en las revelaciones de que varios de los aportantes de 
Ríos en realidad no contarían con el dinero suficiente como para hacer estas 
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donaciones y muchos hasta tendrían graves deudas. Un ejemplo es el de Patricia 
Quezada Barrera quien donó 140 mil soles pese a que su RUC y registra deudas 
por 35 mil soles. El caso más sospechoso es el del propio presidente regional, 
Waldo Ríos, quien de acuerdo a la hoja vida presentada ante el JNE, es un simple 
agricultor que gana S/. 950 soles mensuales. Sin embargo, colaboró en el pago de 
la reparación civil con unos S/. 60 mil soles sacados de su propio bolsillo. 
Como se recuerda el excongresista por el Frente Independiente Moralizador 
fue sentenciado por recibir dinero de Vladimiro Montesinos a cambio de pasarse a 
las filas del partido oficialista de aquel entonces, Perú 2000. Por esto, además de 
purgar prisión, Ríos se vio obligado a pagar al Estado un millón de soles por 
concepto reparación civil. Esta cantidad fue pagada por un grupo de empresarios, 
varios de los cuales mantienen enormes deudas de acuerdo con Infocorp. Fue el 
ministro del Interior, Daniel Urresti, quien dio la voz de alerta al exigir al Ministerio 
Público que “de una vez por todas” autorice la incautación –por un monto de S/.50 
millones– de los bienes de un presidente regional electo que es investigado por 
lavado de activos. El ministro del Interior advirtió también que de llegar a asumir el 
cargo dicha autoridad, sería más difícil concretar la diligencia.  
Fuentes de la Fiscalía de la Nación, sin embargo, confirmaron que el 
investigado en cuestión no es otro que el electo presidente regional de Áncash, 
Waldo Ríos Salcedo, quien en apenas dos semanas logró reunir S/.1 millón 
producto de la supuesta venta de rifas para un auto Suzuki. El JNE pidió verificar la 
rifa y colecta de Waldo Ríos para pagar reparación civil. Con ese dinero, Ríos pagó 
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la reparación civil que le adeuda al Estado, lo que lo habilitaría para recibir las 
credenciales del Jurado Nacional de Elecciones y asumir la presidencia regional el 
1 de enero de 2015.  
2.8. CASO JORGE ACURIO: GOBIERNO REGIONAL DEL CUSCO   
Jorge Acurio  fue sacado de la presidencia regional de Cusco por una 
sentencia por corrupción, en diciembre de 2013. La construcción del nuevo hospital 
Antonio Lorena se ha convertido en una “Caja de Pandora” repleta de presuntos 
actos de corrupción. Los dos expresidentes regionales Jorge Acurio  Tito (2011-
2013) y René Concha Lezama (2014) habrían incurrido en presuntos delitos de 
colusión, malversación de fondos y abuso de autoridad.  Salud Lorena obtuvo la 
buena pro por S/. 291millones 579 mil667 para estudios, construcción, 
equipamiento, entre otros. Sin embargo, hubo cuatro modificaciones sospechosas 
al presupuesto que dispararon su valor a S/. 348 millones 626 140. 
Adicionalmente. Hay S/. 20 millones 716 que no se sabe “donde fueron a parar”. 
A Acurio Tito le sucedió su vicepresidente, René Concha, quien bautizó su 
gobierno como una “gestión con transparencia”. Pero el periodo de Concha 
concluye con graves denuncias por presuntos actos de corrupción. El exgerente de 
Desarrollo Social Mario Ríos, renunció denunciando al mandatario; al gerente 
general, Fernando Corchera, y los asesores Isaías Atencio y Clímaco García de 
haberlo presionado para que avale un pago irregular por más de S/. 7 millones por 
la compra de diez unidades médicas móviles y equipos itinerantes. Ríos dio 
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detalles de cómo operaban el gerente y los asesores de René Concha a favor de la 
empresa ganadora de la licitación a cambio de supuestos favores económicos.  
2.9. CASO KLEVER MELÉNDEZ: PRESIDENTE REGIONAL DE PASCO 
En Pasco, Klever Meléndez, el presidente regional,  ha sido sentenciado a 14 
meses de prisión preventiva junto a su asesor Juan Boza Pullido, mientras se le 
investiga por presuntos actos de corrupción y lavado de activos. Ambos 
funcionarios fueron detenidos  el 7 de junio de 2013, acusados de los presuntos 
delitos de corrupción, cohecho pasivo propio, colusión, asociación ilícita para 
delinquir y lavado de activos en agravio del Estado.   
2.10. CASO GERARDO VIÑAS: PRESIDENTE DEL GOBIERNO 
REGIONAL DE TUMBES   
El actual prófugo expresidente regional de Tumbes, Gerardo Viñas, tiene en 
su haber más de 20 denuncias, según ha informado el presidente de la Junta de 
Fiscales en Tumbes, Carlos Álvarez. El cargo que se le imputa y por el cual la 
Fiscalía ha pedido su detención es negociación incompatible o aprovechamiento 
indebido del cargo y lavado de activos en agravio del Estado. Viñas ha sido 
condenado a nueve meses de prisión preventiva. El Poder Judicial ha solicitado la 
orden de captura nacional e internacional para exmandatario regional. 
2.11.  CASO JOSÉ AGUIRRE: PRESIDENTE DEL GOBIERNO 
REGIONAL DE MADRE DE DIOS  
Este presidente de Madre de Dios, José Aguirre, está como no habido, luego 
de que el Poder Judicial ordenara que fueran recluidos, de manera preventiva, en 
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centros penitenciarios, al existir indicios de su participación en crímenes y actos de 
corrupción, concusión, lavado de activos, entre otros delitos en agravio del Estado.  
2.12.  CASO DE YVÁN VASQUEZ: PRESIDENTE REGIONAL DE 
LORETO 
El delito por el que se la acusa al presidente regional de Loreto, Yván 
Vásquez Valera, es colusión agravada y lavado de activos. Así lo determinó la 
Fiscalía Anticorrupción de la región que solicitó que se le dicte prisión preventiva 
 por 18 meses. La acusación fiscal indica que el presidente regional prometió la 
construcción de un tren, que ha generado un gasto de 16 millones de dólares, pero 
del cual no existen rieles ni vagones. Así mismo se le acusa de otros delitos en 
contra el patrimonio (concusión, peculado, etc.) en agravio del Estado. 
2.13.  CASO GREGORIO SANTOS GUERRERO: PRESIDENTE 
REGIONAL DE CAJAMARCA 
La Fiscalía Supraprovincial Anticorrupción determinó que el presidente 
regional de Cajamarca, Gregorio Santos Guerrero, sea detenido por 14 meses en 
prisión preventiva por los delitos de enriquecimiento ilícito, concusión, peculado y 
lavado de activos. Mercedes Caballero, la jueza penal nacional y de investigación 
preparatoria, consideró que las imputaciones le hacen prever a Santos que recibirá 
una condena de prisión, por lo que podría fugar para evadir la acción de la justicia. 
Defensores del presidente regional de Cajamarca han mencionado que esta 
condena es producto de la amistad entre el asesor de la primera dama, Nadine 
Heredia, Jorge Salazar y Javier Velarde, el gerente de Yanacocha. 
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2.14. CASO WILFREDO OSCORINA NÚÑEZ PRESIDENTE REGIONAL 
DE AYACUCHO 
La Fiscalía de la Nación investiga a Wilfredo Oscorima Núñez, por presunto 
lavado de activos provenientes del tráfico ilícito de drogas. Su abogado Ochoa 
Sotomayor minimizó el tema y dijo: “El presidente ya fue investigado sobre este 
asunto, hasta en dos oportunidades y no se le encontró nada. En su defensa 
manifestó que en su momento, inclusive, se levantó el secreto bancario de 
Oscorima Núñez, determinando la inexistencia de situaciones ilegales, 
enmarcados en los parámetros de la justicia por lo que se dictó prisión preventiva.  
Sin embargo, Oscorima, es investigado entre otros delitos por lavado de 
activos por existir indicios que así lo prueban ante el Ministerio Público. El 
Ministerio Público acaba de solicitar otros 5 y 4 años de cárcel en su contra por la 
contratación a dedo del supervisor de una obra, por más de 598 mil soles. La 
fiscalía solicitó no solo una condena contra Wilfredo Oscorina, sino también contra 
su ex gerente Palomino Arana. De otro lado, los primeros días de julio de 2015 se 
venció las vacaciones que el mismo Oscorina Núñez tramitó y autorizó antes de 
pasar a la clandestinidad. 
2.15. CASO CÉSAR VILLANUEVA: PRESIDENTE REGIONAL DE SAN 
MARTÍN 
El caso del Gobierno Regional de San Martín, donde César Villanueva 
renunció al cargo para liderar por casi cuatro meses la Presidencia del Consejo de 
Ministros del gobierno de Ollanta Humala. En diciembre del 2013, el Consejo 
Regional de San Martín aprobó su vacancia y la fiscalía determinó investigarlo por 
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los delitos de colusión y lavado de activos ante las innumerables evidencias que 
dejó durante su gestión. 
2.16. CASO JUAN MANUEL GUILLEN PRESIDENTE REGIONAL DE 
AREQUIPA 
2.16.1. CASO ONCOSERV 
 El ex presidente regional, Juan Manuel Guillén Benavides, prestó su 
declaración ante la Segunda Fiscalía Supraprovincial de Lima Especializada en 
Delitos de Lavado de Activos, que tramita el caso Oncoserv vinculado a la red de 
Rodolfo Orellana. El procurador Vilca es quien tuvo a cargo la defensa legal en el 
arbitraje que planteó Oncoserv al GRA en el que la empresa logró arrebatar de 
manera fraudulenta 7 millones de soles de los fondos regionales. Otros citados por 
este caso de corrupción son Nancy Chávez Acero, abogada del Instituto Regional 
de Enfermedades Neoplásicas (IREN) Sur y el director administrativo, Manuel 
Jesús Alvarez Sansur, en cuya gestión se produjo el embargo. 
La árbitro designada por el gobierno regional vinculado al caso Oncoserv, 
Sheyna Tejada Amado, quien tiene militancia aprista no dio a conocer antes de 
asumir el encargo. El secretario arbitral, Alexis Sarmiento Estaño -excandidato a la 
alcaldía de Arequipa por Perú Patria Segura. Finalmente, será citado el perito 
Eduardo Víctor Laza Manchego de la consultora “Laza Manchego Flores & 
Asociados”, que fue designada por los ahora encarcelados Hernando Talavera y 
Pablo Iglesias y que convalidó todo el proceso de arbitraje que concluyó en el 
laudo que ordena pagar al GRA un total de 44 millones de soles a Oncoserv. 
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También, la fiscal provincial Aída Tatiana Cárdenas Cuba dispuso abrir el 
expediente N° 504-2014-380. El primer paso fue visualizar el informe propalado 
por el programa Cuarto Poder sobre los indicios de corrupción en Arequipa. La 
fiscal Cárdenas Cuba dispuso citar al presidente regional Juan Manuel Guillén 
Benavides para esclarecer la denuncia. Además, verificará el trabajo que realizan 
los auditores contratados por la Contraloría General de la República. El ingeniero 
Jack López denunció que el asesor del gobierno regional Miguel Ocharán le 
recomendó formar un consorcio con dos empresas españolas para participar en 
una licitación para realizar los estudios de un puente de la carretera Yura – La 
Joya. López asegura que representantes del consorcio español le informaron que 
no debía realizar ningún trabajo, solo firmar los documentos que presentarían al 
gobierno regional. Añade que los españoles reservaron el 10% del presupuesto de 
10 millones que recibieron para el pago a funcionarios de la entidad. 
2.16.2. CASO LICITACIÓN VIA AREQUIPA – LA JOYA 
Las pruebas van demostrando que las bases de la licitación se hicieron a 
medida del consorcio peruano español Ingeniería Arequipa – La Joya, que ganó la 
buena pro para hacer los estudios de la segunda etapa de la carretera del mismo 
nombre. El fiscal supraprovincial, Sergio Jiménez Niño, en la audiencia de ayer 
evidenció que estas reglas de juego publicadas luego por el Gobierno Regional de 
Arequipa, el 28 de diciembre de 2012, se hicieron para favorecer a dicho 
consorcio. 
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Jiménez señaló a Eduardo Tolmos Toledo, vocero el consorcio, quien 
mantuvo un constante diálogo con los funcionarios del gobierno regional: el 
exasesor presidencial Miguel Ocharán Pichu y Delfor Sarmiento. De acuerdo a los 
correos electrónicos que Tolmos intercambio con Ocharán y Sarmiento, se 
evidencia que Coordinaban la elaboración de los términos de referencia. Hay 
comunicaciones del 18 al 28 de diciembre de 2012 para poner “candados” en el 
proceso y no haya ningún problema para darle la buena pro al grupo español. 
Tolmos revisó el contenido de los términos de referencia, al punto que el 27 de 
diciembre de 2012 llegó desde Lima, para pulir todo antes de la publicación.  
Este hecho se corrobora con lo dicho por el puentólogo Jack López, quien fue 
parte del consorcio e indicó que encontró a Ocharán, Sarmiento y Tolmos, 
reunidos en el cuarto piso del Gobierno Regional afinando los términos de 
referencia. También se debe tomar en cuenta lo dicho por el servidor de la Región, 
Víctor Manuel Mantilla Chávez, quien en declaraciones dadas a la Fiscalía dijo que 
el 28 de diciembre de 2012, Miguel Ocharán le entregó los términos de referencia 
para que los publique. Ese mismo día, también llegó a la oficina de Logística, de 
manos de Ocharán, el estudio de mercado respecto, al valor referencial del 
proceso.  
Para la Fiscalía, todo ello evidencia que la Región no elaboró ninguno de los 
documentos para la licitación, sino lo hizo el consorcio consignando requisitos que 
solo ellos podían cumplir. Por ejemplo, una experiencia anterior en la construcción 
de puentes de concreto de más de 400 metros. Este requisito solo lo cumplía el 
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consorcio, dado que uno de los integrantes del grupo, Jack López, hizo los 
estudios del puente Chilina de 502 metros. Basado en estos hechos, el fiscal 
Jiménez pidió el encarcelamiento de Tolmos Toledo por 9 meses.  
Al respecto, la defensa de Eduardo Tolmos dio que no hay una prueba directa 
que demuestre que su patrocinado elaboró los documentos. Dijo que fueron otras 
personas las que lo hicieron. Agregó que Tolmos nunca supo de la existencia de 
esta investigación, que a la fecha ya tiene más de un año de iniciada. Tras 
escuchar a ambas partes, el juez de Investigación Preparatoria de Paucarpata, 
Manfred Vera, resolvió enviar a prisión por un periodo preventivo de 6 meses a 
Eduardo Tolmos, por existir elementos de convicción que lo vinculan con el ilícito 
que se investiga. Por ello ordenó que se giren de inmediato las órdenes de captura 
en su contra. En cuanto a la situación de Raúl Fuentes Reynosos, quien fue 
representante legal en el Perú, de la empresa española Clothos, solo se le dictó un 
mandato de comparecencia con restricciones y el pago de una caución de 13 mil 
soles.  
2.17.  CASO DE LUIS PICÓN: PRESIDENTE REGIONAL DE HUÁNUCO 
El actual presidente regional de Huánuco, Luis Picón Quedo, es otra de las 
autoridades investigadas por lavado de activos por la Procuraduría Antidrogas. Su 
nombre también está en la lista de Antezana experto en estudios sobre 
narcotráfico y lavado de activos. El sociólogo sostuvo que Picón financió parte de 
la campaña electoral de su paisano, el congresista Josué Gutiérrez Cóndor (Gana 
Perú). El aludido lo negó, pero tampoco ha presentado su relación de gastos de 
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campaña a la ONPE. Picón y su familia son investigados por lavado de dinero del 
narcotráfico desde el 2010. El 15 de agosto pasado, el titular de la Fiscalía 
Provincial Especializada de Tingo María, Fernando Collazos, dispuso archivar la 
investigación por falta de pruebas. 
La Procuraduría Antidrogas interpuso recurso de queja alegando que 
Collazos no valoró correctamente los indicios que vinculan a Picón y a su familia 
con el lavado de activos y el tráfico de drogas. Los peritajes contables de la 
Fiscalía arrojaron un desbalance de US$ 4 millones en las empresas que posee el 
clan Picón en Huánuco. La Procuraduría, además, documentó dos hechos que 
sustentan el “delito fuente”: la familia Picón tuvo como administrador de sus 
empresas durante varios años a Jhon Frederic Shanon, un requisitoriado por 
narcotráfico desde el año 1994, según la Policía. Shanon aparece referenciado en 
cuatro atestados policiales como miembro de la organización del narcotraficante 
“Tío Abraham”. 
Por otro lado, en 1997, la cuñada del actual presidente regional de Huánuco, 
Lilia Guzmán Silva, cayó en el aeropuerto Jorge Chávez con 5 kilos de cocaína 
escondidos en su maleta. Viajaba a Brasil. El congresista Gutiérrez negó cualquier 
vínculo laboral con Picón. No obstante, el martes último admitió que fue abogado 
de una de las empresas de este clan, entre el 2002 y el 2003. Gutiérrez defendió a 
la empresa Vidagro SAC, cuyo gerente general es Juan Orfilio Picón, hermano del 
presidente regional de Huánuco y esposo de la ‘burrier’ detenida en 1997, en un 
proceso judicial interpuesto por un ex trabajador de la compañía. 
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2.18. CASO JAIME RODRIGUEZ VILLANUEVA: GOBIERNO REGIONAL 
DE MOQUEGUA 
El destino del gobernador regional, Jaime Rodríguez Villanueva, se encuentra 
hoy en capilla. La Sala Penal de Apelaciones de Mariscal Nieto, integrada por los 
jueces superiores Alfredo Salinas, Max Salas y Pablo Del Carpio, dará lectura a su 
resolución final en la que decidirá si confirma la sentencia de primera instancia, 
donde se condena a la autoridad a 4 años de prisión efectiva y 2 años de 
inhabilitación para ejercer función pública.  
A Rodríguez se le acusó de cometer irregularidades en el manejo de recursos 
en la carretera Charijón –Huatalaque, que se ejecutó en su primer gobierno (2007 -
2010). Según la acusación de la Fiscalía Anticorrupción, en esta obra se pago un 
presupuesto de S/. 1 millón 130 mil y se avanzó apenas 70 metros de trocha de un 
total de 2 kilómetros. Por ello se responsabilizó a Rodríguez de avalar malos  
manejos, como aprobar el expediente técnico, pese a conocer la existencia de 
fallas geológicas que hacían la obra inviable.  
El gobernador regional en todo momento negó los cargos. Por ello apeló el 
fallo de primera instancia que lo encontró responsable. De confirmarse la sentencia 
contra el gobernador regional Jaime Rodríguez, este sería vacado de su cargo. Su 
lugar sería asumido por el vicegobernador, Emilio Euribe. Consultado el 
gobernador regional sobre qué espera de la resolución que dará hoy la Sala de 
Apelaciones, Rodríguez dijo: “El único juez (dios) sabe cómo soy, que me hagan 
una radiografía y sabrán que yo trabajé en la pesca, el agro y como profesor”, 
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respondió señalando al cielo con el dedo índice. Finalmente, Rodríguez dejo 
entrever que no asistirá a la audiencia. “Tengo otras invitaciones, veremos a dónde 
vamos”.  
3.   ANÁLISIS CRÍTICO: LA POLÍTICA Y LA ANTIPOLÍTICA COMO 
NEGOCIO DEL CRIMEN ORGANIZADO  
Con la defección y casi extinción de los partidos políticos de dimensión 
nacional lo que en realidad se ha evaporado es el poder político de los ciudadanos. 
El mercantilismo ha invadido la política y ha transformado a los partidos (con 
ideologías, programas y estructuras organizativas) en meras franquicias 
electorales donde se compran y se venden ubicaciones a posibles candidatos de 
significativos recursos económicos y que los organismos electorales aceptan y la 
institucionalizan. Cada firma vale un dólar y se necesitan un millón y medio de 
firmas para validar un poco más de cuatrocientos mil y obtener la inscripción como 
partido “nacional”. Este es aquel que tiene la franquicia electoral (comprada en el 
mercado) que le autoriza a postular en las elecciones generales, regionales y 
locales. La franquicia le permite también convertirse en vientre de alquiler y nido de 
organizaciones criminales.  
Estos partidos–franquicia no tienen vida, ni racionalidad política ni pasión. 
Ellos tienen sólo la racionalidad fría del negocio privado. A través de millonarias 
campañas electorales venden al candidato, cautivan y engañan con falsas 
promesas al elector y compran su voto. Es cierto que algunos candidatos, seducen 
al elector y compran su voto. Es cierto que hay algunos candidatos que son una 
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excepcionalidad que no se venden por nada. Son incorruptibles a pesar suyo34. 
Empero, se ha llegado a la desfachatez de proponer la compra al contado de los 
ciudadanos que no votan por las opciones neoliberales. La política se guía por el 
diálogo y la persuasión e incluso por la coerción, pero no por la lógica de compra –
venta del mercado. La imposición de la lógica del mercado en la política genera lo 
que se llama el intercambio mercantil económico por la ubicación política en alguna 
parte importante del aparato del Estado.  
El liberalismo ha contribuido a destruir no sólo a los partidos sino también al 
asociacionismo y al ciudadano mismo afectando sus derechos, en particular sus 
derechos sociales. El trabajador ya no es una persona que vende su fuerza de 
trabajo y que tiene derechos. Es sólo un costo laboral que hay que reducir para dar 
confianza al capital. El neoliberalismo ha generado también la atomización social y 
un individualismo extremo que, asociados a la fragmentación del poder político de 
los ciudadanos, están dando lugar a la descomposición de la vida social: la anomia 
generalizada, la informalidad, la corrupción tolerada, la sobrevivencia del 
terrorismo, el crimen organizado, el sicariato, etc.  
La destrucción del poder político de los ciudadanos ha traído consigo la 
gravitante presencia de los movimientos regionales y de los poderes fácticos: los 
medios concentrados, los grandes empresarios y las FF. AA. Estos poderes 
fácticos gobiernan sin haber sido elegidos.  
                                                 
34 LOPEZ JIMÉNEZ, Sinesio. “El poder diluido y la atomización social”. La República, 23/10/14. 
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La política es una ciencia y ella se halla en la fase superior de lo antipolítico. El 
sistema de organización del poder y de la gestión del Estado vigente desde hace 
25 años, ahora nos estremece al ponernos sobre la mesa a centenares de políticos 
y candidatos con sentencias penales por delitos sobre los cuales la sociedad no 
tiene un especial cuidado en su selección y elección. Aunque la verdad sin tapujos 
es que ni el Estado ni la prensa deberían horrorizarse demasiado, sobre todo si el 
primero fue impulsor y cómplice de la antipolítica y, la segunda, su entusiasta 
anunciadora, promotora y defensora. Tampoco el mercado debería sorprenderse 
tanto porque en las últimas décadas ha pedido y bregado por un sistema político 
bueno, y lo ha conseguido.  
La presencia de candidatos narcotraficantes, violadores, usurpadores, 
secuestradores y terroristas en las listas electorales no es reciente aunque revista 
ahora la forma de una invasión. Están siendo gestados por un sistema que aplaude 
y premia el rechazo a los partidos, a las ideologías y al compromiso doctrinario. Lo 
que empezó como la adulación a los independientes por su naturaleza pragmática, 
sin lealtades y sin historia adquiere ahora la forma de una resignación pública ante 
un modelo que se sabe puede existir solo sobre la base de partidos pequeños, 
débiles y a merced de los caudillos, con una vida precaria y sin democracia interna, 
una travesía en permanente emergencia acosada por movimientos regionales y 
locales que reproducen y masifican la corrupción, el populismo y el clientelismo.  
Los partidos fueron en este proceso víctimas y verdugos. Lo antipolítico les 
fue impuesto por los poderes fácticos aunque se produjo al mismo tiempo como 
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resultado de su falta de competencia para enfrentar las crisis en la década de los 
ochenta. Ya es un consenso en la academia considerar que el quiebre de lo que 
alguna vez pudo llamarse sistema de los antiguos partidos es a la vez asesinato y 
suicidio. La desprofesionalización de la política se acentuó en la década pasada; a 
ella concurrieron medidas y fenómenos como la misma Ley de Partidos que 
consagró el fichaje de independientes y relativizó las elecciones internas. En un 
proceso paralelo, el voto preferencial y la falta de financiamiento público de los 
grupos políticos dinamizaron el encarecimiento de las campañas electorales 
consolidando el eje que mueve casi toda elección: candidatos prestados/ dinero. 
Nuestro cálculo conservador es que en las elecciones regionales y municipales se 
gastaron por lo menos 1.000 millones de soles.  
Los antiguos partidos se resistieron inicialmente a este impulso de compra y 
venta de listas electorales, pero han sucumbido a la tentación. Lo antipolítico ha 
logrado que todos se adecuen a ella y desde esa legitimidad ha convertido la 
formación de la representación en lo que ahora es, un proceso generalmente 
irregular y a veces fraudulento de reclutamiento de militantes, formación de 
comités y designación de candidatos.  
No es extraño que en ese contexto las elecciones sean una oportunidad para 
que los malos salgan del clóset y se trepen con dinero en la mano a la lista 
electoral que encuentren. Esta fase superior de lo antipolítico está en su momento 
inicial. Los más de 2 mil candidatos en todo el país, pero al ritmo en que opera 
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puedan alcanzar fácilmente el 6% u 8% en los siguientes comicios, un porcentaje 
capaz de arrebatarle a la sociedad el impulso de cambio.  
Lo que no aparece suficientemente claro en la indignación de medios y 
líderes es la asociación del delito-política con otros fenómenos que estallan al 
mismo tiempo, como la corrupción regional y municipal. El plagio de planes de 
gobierno; la compra de periodistas, jueces y fiscales; y la corrupción de buena 
parte de jurados electorales especiales. Quizás sea un esfuerzo agónico para 
decirnos que a pesar de que los malos se rebelan, arrinconan a los buenos y se 
cuelan a los cargos de representación popular, la reforma política no es necesaria 
porque aún podemos seguir conviviendo con la antipolítica.  
4. REFORMAS PARA ENFRENTAR LA CORRUPCIÓN 
El peruano y nuevo presidente de Transparencia Internacional (TI), José 
Ugaz, ha sugerido la aprobación de dos iniciativas cruciales en la lucha por la 
limpieza en la política: la imprescriptibilidad de los delitos de corrupción y la muerte 
civil para los sentenciados por este delito. Ha señalado que, no obstante, para que 
estas medidas tengan efecto, se requiere un sistema de justicia eficaz y que junto 
a ella se necesitan adoptar otras medidas como parte de una estrategia de mayor 
alcance porque por sí solas estas dos normas no resolverán un grave problema. 
La imprescriptibilidad de los delitos de corrupción fue sugerida cuando se 
produjo la caída del gobierno de Fujimori y Montesinos. En los últimos años varias 
bancadas han propuesto proyectos de reforma del artículo 41º de la Constitución 
que ahora dispone que el plazo de prescripción se duplican en casos de delitos 
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cometidos contra el patrimonio del Estado. Este cambio fue abordado en reuniones 
de la Comisión de Constitución en varias legislaturas, se elaboraron algunos 
dictámenes sin que llegase al pleno del Congreso uno que resuma un consenso 
parlamentario.  
Las objeciones más usadas para retrasar la aprobación de esta reforma son 
muy debatibles, que la no prescripción de los delitos atenta contra los derechos 
fundamentales y contra el carácter resocializador de la pena. La propuesta de 
muerte civil para los sentenciados por corrupción es más reciente y también motiva 
resquemores entre los congresistas y actores públicos. En ambos casos, las 
objeciones pueden ser resueltas rápidamente con la misma jurisprudencia 
peruana. Una de ellas es la que desde hace años prohíbe que los sentenciados 
por delitos dolosos puedan desempeñarse como jueces bajo el criterio de probidad 
absoluta del ejercicio de la magistratura. En otros países se han aprobado normas 
similares.  
Estas propuestas deben ser aprobadas sin dilación, pues, forman parte de un 
paquete de iniciativas que relacionan la lucha contra la corrupción con la reforma 
política convertida ya que en el imaginario de los ciudadanos como un solo 
desafío. Otras medidas sugeridas revisten el mismo doble carácter como la 
obligación de los candidatos de revelar sus ingresos y bienes, ahora facultativo, y 
la supresión del escaño del congresista desaforado hasta el final del mandato para 
el que fue elegido, la fórmula de la “silla vacía” del político sancionado. Tiene razón 
el Dr. José Ugaz cuando señala que estas normas funcionan con un sistema de 
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justicia eficaz, que es lo que no se aprecia ahora. En esa dirección, conviene 
prestar atención a otro grupo de reformas de la administración de la justicia 
propuestas el año 2004 por la iniciativa del CERIAJUS postergadas desde 
entonces, y otros cambios de política criminal planteados recientemente.  
En resumen, el país necesita dotarse de una cultura anticorrupción de la que 
forme parte la censura social de los políticos que incurren en estos actos dolosos y 
no se tenga el espectáculo de políticos seriamente cuestionados y otros que 
purgan prisión y que, no obstante, reciben el voto ciudadano. Este horizonte, que 
debe acompañar los arreglos institucionales, en realidad obedece a otro imperativo 
que no se origina en los aspectos legales sino más bien los origina y legitima, es 
decir, la formación de un amplio y vigoroso movimiento social que retire de la vida 
política a los que han cometido estos delitos. 
De toda la exposición de los casos expuestos podemos deducir que de los 25 
presidentes regionales, 13 se hallan involucrados en actos delictuosos, entre ellos, 









ÁNALISIS DE CASOS DE CORRUPCIÓN DE FUNCIONARIOS PÚBLICOS 
PROVENIENTES DE ELECCIÓN POPULAR 
                                       CUADRO Nº 1 
Gobernadores regionales investigados o procesados por casos de 
corrupción  
 Caso César Álvarez del gobierno regional de Áncash 
 Caso Waldo Rios presidente regional de Áncash  recientemente 
elegido el 2014 
 Caso Jorge Acurio del gobierno regional del Cusco   
 Caso Klever Meléndez presidente regional de Pasco 
 Caso Gerardo Viñas presidente del gobierno regional de Tumbes   
 Caso José Aguirre presidente del gobierno regional de Madre de Dios  
 Caso de Yván Vásquez presidente regional de Loreto 
 Caso Gregorio Santos Guerrero presidente regional de Cajamarca 
 Caso Wilfredo Oscorina Núñez presidente regional de Ayacucho 
 Caso César Villanueva presidente regional de San Martín 
 Caso Juan Manuel Guillen presidente regional de Arequipa 
 Caso de Luís Picón quedo presidente regional de Huánuco 
 Caso Jaime Rodriguez Villanueva del gobierno regional de Moquegua 
Fuente: propio del investigador. 
INTERPRETACIÓN: 
Del cuadro expuesto que se expone, podemos deducir que la situación de la 
corrupción en los gobiernos regionales es preocupante, pues, no es concebible 
que de los 25 presidentes regionales de la gestión pasada, un total de 13 se hallan 
procesados o condenados por delitos relacionados a la corrupción. Esto es, un 52 
% han sido condenados o procesados por el delito de corrupción, y 
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excepcionalmente un 48 % de presidentes no han sido ni procesados ni 
condenados por el delito materia de análisis. Sin embargo, como indican los 
estudios, los delitos de malversación de fondos, cohecho, concusión, peculado y 
lavado de activos son los principales delitos en los que se hallan involucrados 19 
























Sin duda, la corrupción alcanza todos los niveles en el Perú. El Estado se 
encuentra profundamente afectado por este flagelo: ex presidentes de la 
República, ex gobernadores de los gobiernos regionales, alcaldes, ex ministros de 
Estado, ex magistrados del Poder Judicial y Ministerio Público, militares y policías 
del más alto rango, entre muchos otros, han terminado procesados y condenados 
por graves actos de corrupción. Las causas u orígenes de la corrupción en la 
administración de justicia no sólo se dan en nuestro país, sino de cualquier país en 
el mundo y son tan complejas como lo es la propias naturaleza humana. Se ha 
demostrado que el ser humano alcanza niveles de desarrollo evolutivo o involutivo 
como consecuencia de largos procesos de aprendizaje y este aprendizaje es el 
resultado de la capacidad de imitación que tiene el hombre como ente social. 
SEGUNDA: 
La degradación de la política y el ejercicio del poder político nacional, regional 
o local, ha fomentado la aparición de infinidad de organizaciones ilícitas para 
delinquir bajo la mascareta de organizaciones o movimientos políticos. Esta es una 
de las razones fundamentales por las cuales  los gobiernos son cada vez menos 
capaces de tomar decisiones necesarias para afrontar con eficacia los problemas 
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de corrupción generalizado en todo el país. La política entendida como ciencia, se 
ha deteriorando volviéndose un accionar que ha perdido todo valor humano y ético. 
El  dinero se ha convertido en poder político. La ambición por el poder político fluye 
en quienes tienen más dinero, sea dinero adquirido en forma lícita o ilícita. 
 
TERCERA: 
 La votación por candidatos corruptos no refleja necesariamente una 
orientación “inmoral” de la ciudadanía sino, que todo caso, la carencia de una 
menor oferta entre la cual escoger. Eso es parcialmente cierto: el electorado elige 
desde ya décadas entre las opciones deleznables que le presenta un sistema de 
partidos precario, improvisado y ajeno a toda votación de servicio público, pero al 
lado de esa penosa restricción de nuestro sistema político hay que sopesar, 
también, el discurso público dominante y la carencia de crítica al respecto. 
 
CUARTA: 
Contamos con un Código Penal (1991) reformado que contiene un catálogo 
especial en materia de delitos de corrupción. También contamos con un nuevo 
Código Procesal Penal, vigente en casi todo el país, con un acápite de lucha contra 
la corrupción. La articulación de un sistema de anticorrupción en fiscalías y 
procuradurías especializadas; incluidos los jueces especializados; sin embargo, no 




En este esfuerzo integral la declaración de la imprescriptibilidad de los delitos 
de corrupción y la “muerte civil” resultan, sin duda alguna, una acción de la mayor 
relevancia para paliar los actos de corrupción de los funcionarios públicos 
provenientes de elección popular. Representa una respuesta frontal del Estado que 
permitirá distinguir un antes y un después en la lucha contra la corrupción.  
 
SEXTA: 
La Ley de Contrataciones del Estado está hecha en base a los principios de 
transparencia y la correcta elección de una empresa. La norma no permite que una 
empresa elabore las bases de un proceso de licitación de alguna entidad pública a 
su medida. Ello es saltarse al espíritu de la norma, el funcionario que lo hace sabe 
que va contra la ley y es posible de sanción administrativa y penal. Este caso nos 
demuestra que hay malos funcionarios, sin valores, que vulneran la norma a 

















Según algunos expertos en temas electorales, de los cien presidentes 
regionales elegidos entre los años 2002 y 2014, solo doce fueron reelegidos. Sin 
embargo la norma que prohíbe reelección de los gobernadores regionales, va a 
impedir el aprovechamiento de la experiencia para cometer más actos de 
corrupción como lo que sucede en la actualidad con los casos investigados. Pero 
esta norma no apunta al problema central que es la carencia efectiva de controles 
políticos y administrativos sobre las autoridades; así  como se busca prohibir la 
reelección de alcaldes y presidentes regionales, también se debe hacer extensivo 
a los Congresistas.  
SEGUNDA: 
Consideramos importante, en principio, establecer un pacto contra la 
corrupción al más alto nivel, con participación del gobierno, los partidos políticos y 
la sociedad organizada. Asimismo, se debe desarrollar una agenda común que 
afirme reformas estructurales, entre las que se incluyen modificaciones de la 
Constitución, los códigos y las leyes orgánicas, como también nuevos protocolos a 
nivel judicial, fiscal y policial, además de un fuerte impulso a la formación de 
 112 
valores a nivel educativo y público. Estos pasos forman parte de las tareas 
urgentes que debemos desarrollar.  
TERCERA: 
A partir de la Unidad de Inteligencia Financiera (UIF) de la SBS se debe 
bancarizar los aportes partidarios a fin de combatir la corrupción y el lavado de 
activos en la política peruana. Esta propuesta busca que los partidos y 
movimientos políticos solamente puedan recibir aportes a través de transferencias 
bancarias. De esta manera se busca que la SBS podría analizar el origen del 
dinero empleado en las campañas políticas. 
CUARTA: 
Prohibir que los políticos busquen ocultar su pasado corrupto por el mero 
transcurso del tiempo. En este caso, la Autoridad Nacional de Datos Personales 
(ANDP) debe prohibir la despublicación de notas en las páginas  webs de los 
medios de comunicación, es decir, no eliminar las notas periodísticas  que fueron 
publicadas como actos de corrupción realizados por  funcionarios públicos en las 
gestiones pasadas y que la memoria de dichos actos quede permanentemente 
gravados para la historia. 
QUINTA: 
 En el caso de los candidatos elegidos y procesados por actos de corrupción 
en contra de la administración pública, se debe limitar a un año como plazo 
máximo de espera para que la autoridad elegida pueda juramentar. Vencido ese 
 113 
plazo, perdería el derecho de asumir el cargo para el cual fue electo, sea alcalde, 
regidor, gobernador regional o presidente de la República. 
 
SEXTA: 
El contralor General de la Republica, que cumple la función Constitucional de 
supervisar la legalidad de la ejecución del presupuesto del estado; este funcionario 
debe ser designado por el Consejo Nacional de la Magistratura, y no como en la 
actualidad designado por el Congreso a propuesta por el Poder Ejecutivo; durante 
la supervisión que se debe realizar periódicamente  a los Gobiernos Regionales y 
Municipales, deben participar en forma colegiada, los funcionarios de la contraloría 
general, Procuraduría del Estado y Ministerio Publico; y el resultado de esta 
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